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CONStItUCIÓN

ARTíCULO 14

Derecho a la igualdad en la aplicación de la ley.

«Los requisitos que han de concurrir para poder apreciar la lesión del principio 
de igualdad en la aplicación de la ley (art. 14):

a) La acreditación de un tertium comparationis, puesto que el juicio de igual-
dad sólo puede realizarse sobre el contraste entre la Sentencia impugnada y preceden-
tes resoluciones del mismo órgano judicial dictadas en casos sustancialmente iguales, 
pero resueltos de forma contradictoria.

b) Identidad de órgano judicial entendida no como una mera identidad de Sala, 
sino que en su caso se trate de la misma Sección.

c) La existencia de alteridad en los supuestos contrastados; es decir, de “la refe-
rencia a otro”, lo que excluye la comparación con otra resolución que afecte al mismo 
recurrente.

d) Finalmente, la ausencia de toda motivación que justifique en términos gene-
ralizables el cambio de criterio (STC 13/2011, de 28 de febrero, FJ 3).»

(STC 108/2013, de 6 de mayo. Recurso de amparo núm. 7128-2011. Ponente: 
D. Andrés Ollero Tassara. «BOE» de 4-6-2013) 

ARTíCULO 18

Derecho a la intimidad, a la propia imagen y a la inviolabilidad del 
domicilio.

«Por lo que respecta al derecho a la propia imagen, este Tribunal ha estimado en 
numerosas Sentencias que no puede ser concebido como una faceta o manifestación 
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más del derecho a la intimidad o el honor, pues si bien todos los derechos identifica-
dos en el artículo 18 de la Constitución mantienen una estrecha relación, en tanto que 
se inscriben en el ámbito de la personalidad, cada uno de ellos tiene un contenido 
propio y específico. Concretamente, el derecho a la propia imagen pretende salva-
guardar un ámbito propio y reservado, aunque no íntimo, frente a la acción y conoci-
miento de los demás; un ámbito necesario para poder decidir libremente el desarrollo 
de la propia personalidad y, en definitiva, un ámbito necesario según las pautas de 
nuestra cultura para mantener una calidad mínima de vida humana. Ese bien jurídico 
se salvaguarda reconociendo la facultad de evitar la difusión incondicionada de su 
aspecto físico, ya que constituye el primer elemento configurador de la esfera perso-
nal de todo individuo, en cuanto instrumento básico de identificación y proyección 
exterior y factor imprescindible para su reconocimiento como sujeto individual. En 
definitiva, lo que se pretende, en su dimensión constitucional, es que los individuos 
puedan decidir qué aspectos de su persona desean preservar de la difusión pública a 
fin de garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de la propia personalidad 
ajeno a las injerencias externas (ATC 28/2004, FJ 3). (ATC 28/2004, FJ 3). En conse-
cuencia, la facultad otorgada por este derecho consiste, en esencia, en impedir la 
obtención, reproducción o publicación de la propia imagen por parte de un tercero no 
autorizado, sea cual sea la finalidad –informativa, comercial, científica, cultural, etc.– 
perseguida por quien la capta o difunde (SSTC, además de las dos anteriormente 
citadas, 81/2001, de 26 de marzo, FJ 2 y 83/2002, de 22 de abril, FJ 4). Y lo específico 
del derecho a la imagen, frente al derecho a la intimidad y el derecho al honor, es la 
protección frente a las reproducciones de la misma que, afectando a la esfera personal 
de su titular, no lesionan su buen nombre ni dan a conocer su vida íntima. El aspecto 
físico de la persona ha de quedar protegido incluso cuando, en función de las circuns-
tancias, no tiene nada de íntimo o no afecta a su reputación.

Siendo evidente que las zonas comunes de un hotel se encuentran apartadas de la 
vista del público en general (lo mismo que si estuvieran en cualquier otro edificio 
público o privado), lo cierto es que el hecho de que estas dependencias hoteleras sean 
de uso común para todos los huéspedes e, incluso, para otros terceros, impide su con-
sideración como domicilio a efectos constitucionales.»

(STC 176/2013, de 21 de octubre. Recurso de amparo núm. 1783-2010. Ponente: 
D. Pedro José gonzález-Trevijano Sánchez. «BOE» de 20-11-2013).

Derecho a la intimidad y derecho a la información.

«Recientemente, en la STC 17/2013, de 31 de enero, FJ 14, hemos recordado que 
“el derecho a la intimidad personal garantizado por el artículo 18.1 CE, estrecha-
mente vinculado con el respeto a la dignidad de la persona (art. 10.1 CE), implica la 
existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y el conocimiento de los 
demás, necesario, según las pautas de nuestra cultura, para mantener una calidad 
mínima de la vida humana. Además, el artículo 18.1 CE confiere a la persona el poder 
jurídico de imponer a terceros, sean éstos poderes públicos o simples particulares 
(STC 85/2003, de 8 de mayo, FJ 21), el deber de abstenerse de toda intromisión en la 
esfera íntima y la prohibición de hacer uso de lo así conocido, y de ello se deduce que 
el derecho fundamental a la intimidad personal otorga cuando menos una facultad 
negativa o de exclusión, que impone a terceros el deber de abstención de intromisio-
nes salvo que estén fundadas en una previsión legal que tenga justificación constitu-
cional y que sea proporcionada, o que exista un consentimiento eficaz que lo autorice, 
pues corresponde a cada persona acotar el ámbito de intimidad personal y familiar 
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que reserva al conocimiento ajeno (STC 206/2007, de 24 de septiembre, FJ 5, por 
todas)”. Asimismo, en la STC 134/1999 de 15 de julio, FJ 5, afirmamos que el dere-
cho a la intimidad garantiza que “a nadie se le puede exigir que soporte pasivamente 
la revelación de datos, reales o supuestos, de su vida privada personal o familiar 
(SSTC 73/1982, 110/1984, 170/1987, 231/1988, 20/1992, 143/1994, 151/1997; 
SSTEDH caso X e Y, de 26 de marzo de 1985; caso Leander, de 26 de marzo de 1987; 
caso Gaskin, de 7 de julio de 1989; caso Costello-Roberts, de 25 de marzo de 1993; 
caso Z, de 25 de febrero de 1997)”. En concreto, sobre el problema de la publicidad 
de la filiación, en la STC 197/1991, de 17 de octubre, FJ 3, afirmamos que no cabe 
duda de que la filiación ha de entenderse que forma parte de ese ámbito propio y 
reservado de lo íntimo, que además sirve también para lograr el objetivo constitucio-
nal establecido en el artículo 39.2 CE.

(…/…)
En aras de realizar la oportuna ponderación de los derechos en juego en el pre-

sente proceso, que el derecho fundamental a la intimidad personal consagrado por el 
artículo 18 CE, como todos los demás derechos, puede ceder ante otros derechos y 
bienes constitucionalmente relevantes, siempre que la limitación que haya de experi-
mentar esté fundada en una previsión legal que tenga justificación constitucional, se 
revele necesaria para lograr el fin legítimo previsto, sea proporcionada para alcan-
zarlo, y sea además respetuosa con el contenido esencial del derecho (por todas, 
SSTC 57/1994, de 28 de febrero; FJ 6; 143/1994, de 9 de mayo; FJ 6; y 25/2005, 
de 14 de febrero de 2005, FJ 6). Dentro de los límites naturales al derecho a la intimi-
dad se encuentran tanto la libertad de información como la de expresión, libertades 
que están en juego por haber sido alegadas en el presente proceso constitucional.

A este respecto, en la STC 77/2009, de 23 de marzo, FJ 2, dijimos que el derecho a la 
intimidad puede “ceder ante la prevalencia de otros derechos, como el derecho a la infor-
mación cuando se refiera a hechos con relevancia pública, en el sentido de noticiables, y a 
que dicha información sea veraz (por todas, STC 127/2003, de 30 de junio, FJ 8)”.

(…/…)
Hemos afirmado, por todas STC 50/2010, de 4 de octubre, FJ 4, la importancia de 

distinguir “conceptualmente entre los derechos que garantizan la libertad de expre-
sión, cuyo objeto son los pensamientos, ideas y opiniones, incluyendo las apreciacio-
nes y los juicios de valor, y el derecho a comunicar información, que se refiere a la 
difusión de hechos que merecen ser considerados noticiables. Hemos considerado 
que esta distinción tiene importancia a la hora de determinar la legitimidad del ejerci-
cio de esas libertades: mientras los hechos son susceptibles de prueba, las opiniones o 
juicios de valor, por su misma naturaleza, no se prestan a una demostración de exacti-
tud, y ello hace que al que ejercita la libertad de expresión no le sea exigible la prueba 
de la verdad o diligencia en su averiguación, que condiciona, en cambio, la legitimi-
dad del derecho de información por expreso mandato constitucional, que en el texto 
del artículo 20.1 d) CE ha añadido al término ‘información’ el adjetivo ‘veraz’. Ahora 
bien, asimismo hemos reconocido que, en la casuística que propone la realidad del 
ejercicio práctico de estas libertades, no siempre es fácil separar la expresión de pen-
samientos, ideas y opiniones de la simple narración de unos hechos”.

(…/…)
Conviene recordar que en la STC 83/2002, FJ 4, se afirma que concurre un interés 

público constitucionalmente prevalente, digno de protección “cuando la información que 
se comunica es relevante para la comunidad, lo cual justifica la exigencia de que se asu-
man perturbaciones o molestias ocasionadas por la difusión de una determinada noticia … 
en este punto, como advertimos en la STC 115/2000, FJ 9, resulta decisivo determinar si 
nos encontramos ante unos hechos o circunstancias susceptibles de afectar al conjunto de 
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los ciudadanos, lo cual es sustancialmente distinto ya sea de la simple satisfacción de la 
curiosidad humana por conocer la vida de otros, o bien de lo que a juicio de uno de dichos 
medios puede resultar noticioso en un determinado momento (STC 134/1999, FJ 8, entre 
otras muchas). Pues hemos declarado que la preservación de ese reducto de inmunidad 
sólo puede ceder, cuando del derecho a la información se trata, si lo difundido afecta, por 
su objeto y su valor, al ámbito de lo público, que no coincide, claro es, con aquello que 
pueda suscitar o despertar, meramente, la curiosidad ajena”.»

(STC 190/2013, de 18 de noviembre. Recurso de amparo núm. 6685-2010. 
Ponente: D. Luis Ignacio Ortega Álvarez. «BOE» de 19-12-2013).

Derecho al secreto de las comunicaciones e intimidad 

«Debemos recordar que este Tribunal ha reiterado (entre otras, SSTC 281/2006, 
de 9 de octubre, FJ 4; 230/2007, de 5 de noviembre, FJ 2; 142/2012, de 2 de julio, FJ 3 
y 241/2012, de 17 de diciembre, FJ 4) que el derecho al secreto de las comunicaciones 
(art. 18.3 CE) consagra tanto la interdicción de la interceptación como el conocimiento 
antijurídico de las comunicaciones ajenas, por lo que dicho derecho puede resultar vul-
nerado no sólo por la interceptación en sentido estricto –aprehensión física del soporte 
del mensaje, con conocimiento o no del mismo, o captación, de otra forma, del proceso 
de comunicación– sino también por el conocimiento antijurídico de lo comunicado, 
como puede suceder, sin ánimo de exhaustividad, en los casos de apertura de la corres-
pondencia ajena guardada por su destinatario o de un mensaje emitido por correo elec-
trónico o a través de telefonía móvil. Igualmente se ha destacado que el derecho al 
secreto de las comunicaciones protege no sólo el contenido de la comunicación, sino 
también otros aspectos de la misma, como la identidad subjetiva de los interlocutores, 
por lo que queda afectado por este derecho tanto la entrega de los listados de llamadas 
telefónicas por las compañías telefónicas como el acceso al registro de llamadas entran-
tes y salientes grabadas en un teléfono móvil (por todas, SSTC 123/2002, FJ 6; 56/2003, 
FJ 3; 230/2007, FJ 2; 142/2012, FJ 3; y 241/2012, FJ 4; así como las Sentencias del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 2 de agosto de 1984, caso Malone c. Reino 
Unido, § 84 y, de 3 de abril de 2007, caso Copland c. Reino Unido, § 43).

(.../…) Si bien los agentes de policía accedieron a los datos recogidos en la 
agenda de contactos telefónicos del terminal móvil del recurrente sin autorización 
judicial (ni tampoco consentimiento del afectado), ya hemos adelantado que tal exi-
gencia se excepciona en los supuestos en que existan razones de necesidad de inter-
vención policial inmediata para la averiguación del delito, el descubrimiento de los 
delincuentes o la obtención de pruebas incriminatorias, siempre que se respete el prin-
cipio de proporcionalidad (SSTC 70/2010, FJ 10, y 173/2011, FJ 2, entre otras).»

(STC 115/2013, de 9 de mayo. Recurso de amparo núm. 1246-2011. Ponente: 
D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» de 4-6-2013).

ARTíCULO 24.1

Derecho a la tutela judicial efectiva. Acceso a los recursos.

«Es doctrina reiterada de este Tribunal que “el derecho a la tutela judicial efectiva 
comprende el de obtener una resolución fundada en Derecho sobre el fondo de las 
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cuestiones planteadas, sea o no favorable a las pretensiones formuladas, si concurren 
todos los requisitos para ello. De ahí que sea también respetuosa con este derecho 
fundamental una resolución judicial de inadmisión o de desestimación por algún 
motivo formal, cuando concurra alguna causa de inadmisibilidad y así lo acuerde el 
Juez o Tribunal en aplicación razonada de la misma” (STC 221/2005, de 12 de sep-
tiembre, FJ 2 y las que en ella se citan).

Si bien el derecho a obtener una resolución de fondo se extiende tanto al ámbito 
del acceso a la jurisdicción como al del acceso al recurso, el alcance de este derecho 
desde la STC 37/1995, de 7 de febrero, no es el mismo en la fase inicial del proceso 
que una vez conseguida una primera respuesta judicial a la pretensión, que es la sus-
tancia medular de la tutela, que en las sucesivas fases de recursos que puedan interpo-
nerse contra esa decisión. Así en el acceso a la jurisdicción, se proscribe no sólo la 
arbitrariedad, irrazonabilidad o el error patente, sino también aquellas decisiones de 
inadmisión –o de no pronunciamiento sobre el fondo– que por su rigorismo, por su 
formalismo excesivo o por cualquier otra razón revelen una clara desproporción entre 
los fines que aquellas causas de inadmisión –o no pronunciamiento sobre el fondo– 
preservan y los intereses que sacrifican. En el acceso al recurso, por el contrario y 
salvo en materia penal, “operan en esta jurisdicción constitucional los tres primeros 
criterios, pero no el último: ‘La decisión sobre la admisión de los recursos o no y la 
verificación de la concurrencia de los requisitos materiales y procesales a que están 
sujetos «constituye una cuestión de mera legalidad ordinaria que corresponde exclusi-
vamente a los Jueces y Tribunales, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional que les 
atribuye el artículo 117.3 CE’ (STC 71/2002, de 8 de abril, FJ 3)”. 

Son los Jueces y Tribunales, por lo tanto, a quienes corresponde determinar cuá-
les son los requisitos y presupuestos que la ley exige para el acceso a los recursos que 
establece, así como la verificación y control de su concurrencia en cada caso 
(STC 230/2001, de 26 de noviembre, FJ 2). En el mismo sentido, en la STC 258/2000, 
de 30 de octubre (FJ 2), con cita de innumerables decisiones anteriores, afirmamos 
que este Tribunal Constitucional “no puede entrar a enjuiciar la corrección jurídica de 
las resoluciones judiciales que interpretan y aplican las reglas procesales que regulan 
el acceso a los recursos, ya que ni es una última instancia judicial ni nuestra jurisdic-
ción se extiende al control del acierto de las decisiones adoptadas por los jueces en 
ejercicio de su competencia exclusiva sobre selección, interpretación y aplicación de 
las normas procesales ex artículo 117 CE en lo que respecta al acceso a los recursos 
previstos en las leyes. Por ello, cuando se alega el derecho de acceso a los recursos, el 
control constitucional de esas resoluciones judiciales es meramente externo y debe 
limitarse a comprobar si tienen motivación y si han incurrido en error material patente, 
en arbitrariedad o en manifiesta irrazonabilidad lógica, evitando toda ponderación 
acerca de la corrección jurídica de las mismas” (STC 253/2007, de 17 de diciembre, 
FJ 3)”. (STC 33/2008, 25 de febrero, FJ 2).»

(STC 90/2013, de 22 de abril. Recurso de amparo núm. 2090-2011. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» de 23-5-2013).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho.

«Los tres motivos del recurso, como ya se ha sintetizado, plantean la lesión de los 
derechos a obtener una resolución judicial motivada y jurídicamente fundada, lo que 
exige atender a la doctrina asentada por este Tribunal en torno al contenido esencial 
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de esta doble vertiente del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), de la que se hace resumen en la reciente STC 182/2011, de 21 de noviembre, 
FJ 3, en los siguientes términos:

“Este Tribunal, en una muy reiterada y ya consolidada doctrina, recogida en sus 
inicios en las SSTC 61/1983, de 11 de julio, FJ 3, y 13/1987, de 5 de febrero, FJ 3, y 
confirmada últimamente en el FJ 4 de la STC 248/2006, de 24 de julio, ha venido 
declarando que el derecho a la tutela judicial efectiva incluye el derecho a obtener de 
los órganos judiciales una respuesta razonada, motivada, fundada en Derecho y con-
gruente con las pretensiones oportunamente deducidas por las partes, por cuanto la 
motivación de las resoluciones judiciales, aparte de venir impuesta en el artículo 
120.3 CE, es una exigencia derivada del artículo 24.1 CE que permite conocer las 
razones de la decisión que aquéllas contienen y que posibilita su control mediante el 
sistema de los recursos (entre otras muchas, SSTC 163/2000, de 12 de junio, FJ 3; 
187/2000, de 10 de julio, FJ 2, y 214/2000, de 18 de septiembre, FJ 4). La motivación 
debe contener una fundamentación en Derecho (STC 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3).

Este último aspecto no incluye un pretendido derecho al acierto judicial en la 
selección, interpretación y aplicación de las disposiciones legales, salvo que con ellas 
se afecte al contenido de otros derechos fundamentales distintos al de tutela judicial 
efectiva (SSTC 256/2000, de 30 de octubre, FJ 2; 82/2001, de 26 de marzo, FJ 2). 
Pero la fundamentación en Derecho sí conlleva la garantía de que la decisión no sea 
consecuencia de una aplicación arbitraria de la legalidad, no resulte manifiestamente 
irrazonada o irrazonable, o incurra en un error patente, ya que, en tal caso, la aplica-
ción de la legalidad sería tan sólo una mera apariencia (SSTC 147/1999, de 4 de 
agosto, FJ 3; 25/2000, de 31 de enero, FJ 2; 87/2000, de 27 de marzo, FJ 6; 82/2001, 
de 26 de marzo, FJ 2; 221/2001, de 31 de octubre, FJ 6; 55/2003, de 24 de marzo, 
FJ 6; 213/2003, de 1 de diciembre, FJ 4). El artículo 24 CE impone entonces, a los 
órganos judiciales, la obligación de dictar una resolución fundada en Derecho que no 
puede considerarse cumplida con la mera emisión de una declaración de voluntad en 
un sentido u otro, sino que debe ser consecuencia de una exégesis racional del ordena-
miento, y no fruto de la arbitrariedad (SSTC 61/1983, de 11 de julio; 5/1986, de 21 de 
enero; 78/1986, de 13 de junio; 116/1986, de 8 de octubre, y 75/1988, de 25 de abril, 
FJ 3). No basta, pues, con obtener una respuesta motivada, sino que, además, ésta ha 
tener contenido jurídico y no resultar arbitraria (por todas, SSTC 22/1994, de 27 de 
enero, FJ 2; 324/1994, de 1 de diciembre, FJ 2; 24/1999, 8 de marzo, FJ 3, y 10/2000, 
de 17 de enero, FJ 2)…”».

(STC 56/2013, de 11 de marzo. Recurso de amparo núm. 7271-2010. Ponente. 
D. Luis Ignacio Ortega Álvarez. «BOE» de 10-4-2013). 

«Este Tribunal ha reiterado, desde temprana jurisprudencia, que la obligación de 
motivar las resoluciones judiciales no es sólo una obligación impuesta a los órganos 
judiciales por el artículo 120.3 CE, sino también, y principalmente, un derecho de los 
intervinientes en el proceso que forma parte del derecho fundamental a la tutela judi-
cial efectiva proclamado por el artículo 24.1 CE, que únicamente se satisface si la 
resolución judicial, de modo explícito o implícito, contiene los elementos de juicio 
suficientes para que el destinatario y, eventualmente, los órganos encargados de revi-
sar sus decisiones puedan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que funda-
mentan la decisión. De ese modo, se constituye en una garantía esencial para el 
justiciable mediante la cual es posible comprobar que la decisión judicial es conse-
cuencia de la aplicación razonada del ordenamiento jurídico y no el fruto de la arbi-
trariedad (por todas, STC 13/1987, de 5 de febrero, FJ 3).
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Del mismo modo, también es doctrina constitucional reiterada que, desde la pers-
pectiva del deber de motivación de las resoluciones judiciales, podrá considerarse que 
se vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva cuando el razonamiento que funda 
dicha resolución resulte arbitrario, irrazonable o incurso en error patente. Así, se 
señala que este Tribunal incurriría en exceso de formalismo si admitiese como deci-
siones motivadas y razonadas aquellas en que se compruebe que parten de premisas 
inexistentes o patentemente erróneas o que siguen un desarrollo argumental incurso 
en quiebras lógicas de tal magnitud que conduzcan a la evidencia de no poder 
considerarse basadas en ninguna de las razones aducidas (por todas, STC 214/1999, 
de 29 de noviembre, FJ 4)».

(STC 133/2013, de 5 de junio. Recurso de amparo 1091-2004. Ponente: D. Pas-
cual Sala Sánchez. «BOE» de 2-7-2013).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho en supuestos de denuncias por malos tratos.

«Refiriéndonos concretamente al derecho a no padecer tortura o tratos inhuma-
nos o degradantes (art. 15 CE), este Tribunal tiene declarado (por todas STC 131/2012, 
de 18 de junio, FJ 2) “el derecho a la tutela judicial efectiva de quien denuncia haber 
sido víctima de torturas o de tratos inhumanos o degradantes exige, según el canon 
reforzado de motivación, una resolución cuya motivación sea acorde con la prohibi-
ción absoluta de tales conductas. “Tal concordancia ha de tener en cuenta la gravedad 
de la quiebra de esta prohibición y el tipo de actividad judicial necesaria para preser-
varla dadas su difícil detectabilidad y la especial dependencia respecto de dicha acti-
vidad judicial de la indemnidad de la dignidad de la persona, objeto central de 
protección de la prohibición. Es de señalar en tal sentido que se trata de una tutela 
judicial doblemente reforzada que no encuentra parangón en otras demandas de auxi-
lio judicial, pues se pide la tutela judicial frente a la vulneración de un derecho funda-
mental que constituye un derecho absoluto cuya indemnidad depende esencialmente 
de dicha tutela judicial”. Por ello, ‘‘la tutela judicial será así suficiente y efectiva ex 
artículo 24.1 CE si se ha producido una investigación oficial eficaz allí donde se reve-
laba necesaria’’ (STC 34/2008, de 25 de febrero, FJ 6, y, citándola entre otras muchas, 
STC 63/2010, de 18 de octubre, FJ 2)».

3. En orden a perfilar el contenido del derecho proclamado en el artículo 15 CE 
y la tutela que los órganos judiciales están obligados a dispensar, en la reciente STC 
12/2013, de 28 de enero, recordábamos(…/…)

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos considera que cuando una persona 
afirma ‘‘de forma creíble (SSTEDH de 4 de abril de 2006, Corsacov c. Moldavia, 
§ 68; y de 10 de abril de 2008, Dzeladinov y otros c. Macedonia, § 69) o de forma 
defendible haber sufrido, por parte de la policía u otros servicios del Estado, tratos 
contrarios al artículo 3 del Convenio para la protección de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales, esta disposición, … requiere, por implicación, que se 
realice una investigación oficial eficaz’’ (STEDH de 1 de octubre de 2009, Stanchev 
c. Bulgaria, § 67; STEDH de 28 de septiembre de 2010, San Argimiro Isasa c. España, 
§ 34; y STEDH de 16 de octubre de 2012, Otamendi Egiguren c. España § 38). Así, se 
ha considerado que es ‘‘defendible’’ o ‘‘creíble’’ que las denuncias de torturas o 
malos tratos alegados podrían haber sido causados por la policía u otros servicios del 
Estado cuando los demandantes presentan fotografías de las heridas sufridas y certifi-
cados médicos como prueba (STEDH de 10 de abril de 2008, Dzeladinov y otros 
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c. Macedonia, § 72); cuando consta que el demandante se ha quejado de haber sufrido 
malos tratos en todos los informes del médico forense y en los mismos se recoge una 
erosión de 1,5 centímetros en el lado derecho de la cara del demandante, sin estable-
cer su origen (STEDH de 8 de marzo de 2011, Beristain Ukar c. España, § 30); 
cuando en los informes del médico forense se describen diferentes heridas y hemato-
mas e incluso un intento de suicidio por parte de uno de los demandantes (STEDH 
de 2 de noviembre de 2004, Martínez Sala y otros c. España, §§ 156 y 160); cuando 
los informes médicos realizados durante el período de detención señalan la presencia 
de varios hematomas y una costilla rota (STEDH de 28 de septiembre de 2010, San 
Argimiro Isasa c. España, § 59); cuando según el correspondiente certificado médico 
el interesado presentaba un hematoma a nivel lumbar de tres a cuatro centímetros y 
los labios rotos y además, tuvo que permanecer bajo supervisión médica durante una 
semana antes de ser transferido nuevamente a la prisión (STEDH de 3 de abril 
de 2012, Dimitar Dimitrov c. Bulgaria, § 45); cuando las acusaciones sobre malos 
tratos son apoyadas por informe médico que confirma la existencia de un edema pos-
traumático en el rostro y fractura de cuello (STEDH de 20 de diciembre de 2011, 
Pascari c. Moldavia, § 45); cuando en el certificado médico presentado por el intere-
sado consta que tenía varias equimosis e inflamaciones superficiales en varias partes 
de su cuerpo (STEDH de 22 de julio de 2008, Boyko Ivanov c. Bulgaria, § 38); o 
cuando el demandante, estando en situación de detención preventiva, se queja en dos 
ocasiones de los malos tratos sufridos al haberle esposado y cubierto la cabeza con 
una bolsa de plástico (STEDH de 16 de octubre de 2012, Otamendi Egiguren c. 
España § 39). En estas circunstancias, y una vez que los demandantes han aportado 
elementos suficientes de los que se deriva una sospecha razonable de que las torturas 
o malos tratos alegados pueden haber sido causados por agentes policiales, el Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos considera que las autoridades están obligadas a 
llevar a cabo una investigación eficaz para encontrar alguna prueba que confirme o 
contradiga el relato de los hechos ofrecidos por los demandantes.

De otra parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos distingue entre la posi-
ble violación del artículo 3 del Convenio europeo para la protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales (‘Nadie podrá ser sometido a tortura ni a 
penas o tratos inhumanos o degradantes’) en su parte sustancial y la posible violación 
de dicho precepto en su vertiente procesal. Para declararse una violación sustancial 
del artículo 3 del Convenio europeo debe apreciarse, más allá de toda duda razonable, 
que el demandante fue sometido a malos tratos, alcanzando un mínimo de gravedad. 
En este sentido las acusaciones de malos tratos deben ser apoyadas ‘‘por elementos de 
prueba apropiados’’, pudiendo dicha prueba resultar de una serie de indicios o presun-
ciones no refutadas, suficientemente graves, precisas y concordantes (STEDH de 28 
de septiembre de 2010, San Argimiro Isasa c. España, § 58). El aspecto procesal del 
artículo 3 cobra relevancia ‘cuando el Tribunal no puede llegar a ninguna conclusión 
sobre la cuestión de si hubo o no tratos prohibidos por el artículo 3 del Convenio 
debido, al menos en parte, al hecho de que las autoridades no reaccionaron de una 
forma efectiva a las quejas formuladas por los denunciantes’ (STEDH de 17 de octu-
bre de 2006, Danelia c. georgia, § 45). En efecto, en numerosas ocasiones el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, debido a la ausencia de elementos probatorios sufi-
cientes, ha concluido no poder afirmar con certeza, de acuerdo con su propia jurispru-
dencia, que el demandante fue sometido, durante su arresto y su detención, a los 
malos tratos alegados. Ahora bien, cuando la imposibilidad de determinar más allá de 
toda duda razonable que el demandante fue sometido a malos tratos contrarios al ar-
tículo 3 del Convenio europeo ‘‘se desprende en gran medida de la ausencia de una 
investigación profunda y efectiva por las autoridades nacionales tras la denuncia pre-
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sentada por el demandante por malos tratos’’, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos declara violado el artículo 3 del Convenio en su parte procesal (STEDH de 
8 de marzo de 2011, Beristain Ukar c. España, §§ 39, 41 y 42; STEDH de 28 de sep-
tiembre de 2010, San Argimiro Isasa c. España, § 65; y STEDH de 2 de noviembre de 
2004, Martínez Sala y otros c. España, §§ 156 y 160)» (FJ 2).

4. Por lo que se refiere a la tutela que los órganos judiciales han de dispensar 
cuando ante ellos se denuncia haber padecido tortura o tratos inhumanos o degradan-
tes, en la indicada STC 12/2013, de 28 de enero, FJ 3, recapitulábamos la doctrina 
constitucional al respecto señalando que «‘‘vulnera el derecho a la tutela judicial 
efectiva en este ámbito que no se abra o que se clausure la instrucción cuando existan 
sospechas razonables de que se ha podido cometer el delito de torturas o de tratos 
inhumanos o degradantes denunciado, y cuando tales sospechas se revelen como sus-
ceptibles de ser despejadas’’ (entre otras, las SSTC 34/2008, de 25 de febrero, FJ 6; 
52/2008, de 14 de abril, FJ 2, y 63/2010, de 18 de octubre, FJ 2)». A fin de constatar 
la pretendida exigencia de vulneración del derecho fundamental analizado señalába-
mos en ese mismo fundamento jurídico 3 que han de analizarse por separado dos 
exigencias distintas:

a) De una parte la existencia de sospechas razonables de torturas o tratos inhu-
manos o degradantes, bien entendido que así como los maltratos físicos suelen dejar 
un rastro perceptible por el menoscabo corporal en el que consisten, cuando se denun-
cia un maltrato psicológico las secuelas reveladoras del mismo son de más difícil 
apreciación aunque no por ello imposibles de objetivar en ocasiones a través los reco-
nocimientos médicos que se realizan a todo detenido. Recordábamos en la Sentencia 
indicada, recogiendo doctrina anterior, la importancia que a tal efecto tienen las mani-
festaciones recogidas por el médico forense que practica los reconocimientos médi-
cos así como las manifestaciones efectuadas al respecto en cuanto el detenido pasa a 
disposición judicial y se le recibe la primera declaración por el Juez. Así lo hemos 
entendido en supuestos tales como cuando constaba en los informes médicos que el 
detenido estaba nervioso y angustiado, con tics nerviosos y temblor en pierna derecha 
y relató a la médico forense los malos tratos que afirmaba haber padecido durante su 
detención (STC 69/2008, de 23 de junio, FJ 3); o cuando el detenido se causó autole-
siones no disimuladas con el fin de poner término a los interrogatorios y malos tratos 
a los que afirmó que estaba siendo sometido en las dependencias policiales y en los 
informes médicos se recogieron las constantes protestas del detenido por las abundan-
tes amenazas que dijo recibidas y por la referencia a una bolsa de plástico que concor-
daba con la que luego describiría con detalle en su denuncia de malos tratos 
(STC 107/2008, de 22 de septiembre, FJ 3); o cuando la detenida presentó un leve 
mareo y cierta ansiedad e informó al médico forense de que le habían pegado en la 
cabeza (STC 63/2010, de 18 de octubre, FJ 3); o cuando el detenido refirió al forense 
«dolor en el hombro derecho por haber sido mantenido esposado durante mucho 
tiempo y molestias en la espalda por la postura» y el forense apreció «marcada ansie-
dad y labilidad emocional con tendencia al llanto» (STC 131/2012, de 18 de junio, 
FJ 4).

Ahora bien, también hemos advertido que para la constatación de un panorama 
indiciario de haberse causado torturas o tratos inhumanos o degradantes al detenido 
no resulta imprescindible su reflejo en los informes del médico forense que haya 
reconocido al detenido, pues el referido panorama indiciario puede resultar de otros 
datos que obliguen a proseguir la investigación judicial aun cuando «los mismos fue-
ran claramente insuficientes para sustentar una condena penal por delito de torturas o 
malos tratos (por ejemplo, la existencia de irregularidades o la quiebra de ciertas 
garantías del detenido, como son las visitas y los informes del médico forense, orien-
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tadas a preservar su derecho a la integridad física y moral), pues de lo que se trata en 
este momento es de precisar la obligación del Juez de investigar en estos casos». En el 
mismo sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos tiene señalado que «un 
examen médico, junto con el derecho de acceso a la asistencia letrada y el derecho a 
informar a un tercero de la detención, constituyen salvaguardas fundamentales ante el 
maltrato de las personas detenidas que pueden ser aplicadas desde el primer momento 
de la privación de libertad» (en SSTEDH de 18 de septiembre de 2008, Türkan c. 
Turquía, § 42; y de 13 de julio de 2010, Parnov c. Moldavia, § 30), añadiendo que «el 
pronto examen forense era crucial debido a que los signos de lesión podrían desapare-
cer en poco tiempo» (STEDH de 17 abril 2012, Rizvanov c. Azerbaijan, § 47).

b) En segundo lugar, recordábamos en la indicada STC 12/2013, de 28 de 
enero, que es necesario que «las sospechas de comisión de torturas se revelen como 
susceptibles de ser despejadas mediante una investigación eficaz. En este sentido 
hemos afirmado que ‘‘respecto a la investigación de indicios de tortura o tratos crue-
les, inhumanos o degradantes sufridos bajo la custodia de autoridades policiales, de 
los acuerdos internacionales firmados por España y del propio tenor del artículo 15 
CE se desprende un especial mandato de agotar cuantas posibilidades razonables de 
indagación resulten útiles para aclarar los hechos. En estos supuestos, en los que el 
valor superior de la dignidad humana puede verse comprometido con motivo de una 
situación especial en la que el ciudadano se encuentra provisionalmente bajo la custo-
dia física del Estado, es necesario acentuar las garantías, de tal modo que el ordena-
miento constitucional pueda amparar al ciudadano fácticamente desprotegido ante 
cualquier sospecha de excesos contra su integridad física o moral’’ (por todas, SSTC 
224/2007, de 22 de octubre, FJ 3; 34/2008, de 25 de febrero, FJ 6; 52/2008, de 14 de 
abril, FJ 2; 107/2008, de 22 de septiembre, FJ 2; y 63/2010, de 18 de octubre, FJ 2)».

«Con todo, ‘‘no se trata de que se practiquen todas y cada una de las diligencias 
solicitadas o imaginables, pero sí de que en un contexto aún de incertidumbre acerca 
de lo acaecido se practiquen aquellas que a priori se revelen susceptibles de despejar 
tales dudas fácticas. Si hay sospechas razonables de maltrato y modo aún de despejar-
las no puede considerarse investigación oficial eficaz la que proceda al archivo de las 
actuaciones’’ (STC 34/2008, de 25 de febrero, FJ 8). De este modo, ‘‘la tutela judicial 
será así suficiente y efectiva ex artículo 24.1 CE si se ha producido una investigación 
oficial eficaz allí donde se revelaba necesaria. Esta exigencia no comporta la apertura 
de la instrucción en todo caso, ni impide la clausura temprana de la misma. Tampoco 
impone la realización de todas las diligencias de investigación posibles o propuestas. 
Tales obligaciones conducirían a instrucciones inútiles en perjuicio de los intereses de 
los imputados y de una racional gestión de los recursos de la Administración de Justi-
cia’’ (SSTC 34/2008, de 25 de febrero, FJ 6; 123/2008, de 20 de octubre FJ 2; 
63/2010, de 18 de octubre, FJ 2 y 131/2012, de 18 de junio, FJ 2). Resulta así posible 
no proseguir con nuevas diligencias de investigación en aquellos casos en que o bien 
no persistan sospechas razonables sobre los hechos denunciados o bien incluso per-
sistiendo ya se han agotado los medios razonables y eficaces de investigación. El 
canon de investigación suficiente se refiere así tanto a la inexistencia de sospechas 
razonables, como a la utilidad de continuar con la instrucción (SSTC 34/2008, de 25 
de febrero, FJ 8; 52/2008, de 14 de abril, FJ 5 y 63/2008, de 26 de mayo, FJ 4)». 

Todo lo anterior pone de manifiesto el carácter eminentemente circunstancial de 
la apreciación del panorama indiciario que obliga a las autoridades a no concluir la 
investigación, manteniendo así el necesario equilibrio entre la firmeza que la preser-
vación del Estado de Derecho exige en la investigación de las conductas delictivas o 
irregulares cometidas al amparo del ejercicio del poder y la necesidad de salvaguardar 
el crédito de ese mismo Estado de Derecho frente a una eventual «estrategia destinada 
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a abrir o mantener abierto el mayor tiempo posible el proceso penal, para erosionar el 
crédito de las instituciones democráticas o para obtener la identidad de los agentes 
intervinientes en la lucha antiterrorista, poniendo en peligro su vida o la continuidad 
de su labor». [STC 12/2013, de 28 de enero, FJ 3, a) in fine].

(STC 153/2013, de 9 septiembre. Recurso de amparo núm. 4981-2012. Ponente: 
D. Francisco Pérez de los Cobos Orihuel. «BOE» 9-10-2013. En el mismo sentido, 
STC 12/2013, de 28 de enero. «BOE» de 26-2-2013). 

Derecho a la tutela judicial efectiva. Exploración del menor como 
prueba en delitos de abuso sexual.

«En los delitos de abuso sexual, usualmente, la declaración del menor es la única 
prueba directa sobre los hechos, pues las restantes suelen limitarse a relatar lo que el 
menor ha narrado o a analizar las condiciones en las que narró los hechos o, por fin, a 
evaluar la credibilidad de su relato (SSTEDH P.S. contra Alemania, § 30; W. contra 
Finlandia, § 47; D. contra Finlandia, § 44). En tal medida, el centro de atención del 
debate jurídico recae naturalmente sobre las garantías que han de rodear la explora-
ción del menor y la forma en la que la misma puede introducirse en el debate del jui-
cio oral. En la delimitación precisa de cuáles hayan de ser esas precauciones mínimas 
que han de establecerse en favor de la defensa para, al mismo tiempo, dar protección 
a la víctima y garantizar al acusado un juicio con todas las garantías, hemos asumido 
en la citada STC 174/2011 el canon a que se refiere la STEDH de 28 de septiembre 
de 2010, caso A.S. contra Finlandia, § 56, conforme a la cual “quien sea sospechoso 
de haber cometido el delito debe ser informado de que se va a oír al menor, y debe 
tener una oportunidad de observar dicha exploración, bien en el momento en que se 
produce o después, a través de su grabación audiovisual; asimismo debe tener la posi-
bilidad de dirigir preguntas al menor, de forma directa o indirecta, bien durante el 
desarrollo de la primera exploración o en una ocasión posterior”».

(STC 57/2013, de 11 de marzo. Recurso de amparo núm. 3723-2011. Ponente. 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» de 10-4-2013).

ARTíCULO 24.2

Derecho a un Juez imparcial 

«Procede realizar, a los efectos de la resolución de la cuestión suscitada, una 
síntesis expositiva de los aspectos básicos de nuestra doctrina sobre el derecho a un 
Juez imparcial cuyas líneas fundamentales son las siguientes:

a) La imparcialidad del Juez puede analizarse desde una doble vertiente. Una 
“imparcialidad subjetiva, que garantiza que el Juez no ha mantenido relaciones inde-
bidas con las partes, en la que se integran todas las dudas que deriven de las relaciones 
del Juez con aquéllas, y una imparcialidad objetiva, es decir, referida al objeto del 
proceso, por la que se asegura que el Juez se acerca al thema decidendi sin haber 
tomado postura en relación con él” (por todas STC 47/2011, de 12 de abril, FJ 9).

b) La garantía de la imparcialidad objetiva “pretende evitar toda mediatización, 
en el ámbito penal, del enjuiciamiento a realizar en la instancia o a revisar en vía de 
recurso” (STC 313/2005, de 12 de diciembre, FJ 2). Esto es “que influya en el juicio 
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o en la resolución del recurso la convicción previa que un Juez se haya formado sobre 
el fondo del asunto al decidir en anterior instancia o, incluso, al realizar actos de 
investigación como instructor” (STC 11/2000, de 17 de enero, FJ 4). Tales conviccio-
nes previas no merecen, en sí mismas, tacha alguna, pero “la sola posibilidad de que 
se proyecten en el ulterior enjuiciamiento, o en el recurso que proceda, pone en riesgo 
el derecho del justiciable a obtener en uno u otro –en el juicio o en el recurso– una 
justicia imparcial. La Ley, ante tal riesgo, no impone al Juez abandonar o superar las 
convicciones a las que así legítimamente llegó, ni exige tampoco a los justiciables 
confiar en que esa superación se alcance. Más bien permite, mediante la abstención de 
aquél o la recusación por éstos, que quede apartado del juicio del recurso el Juez que 
ya se ha formado una convicción sobre la culpabilidad del acusado o que puede 
haberla adquirido en el curso de instrucción”. (SSTC 157/1993, de 6 de mayo; FJ 3 
y 11/2000, FJ 4, que cita la anterior).

c) No basta que tales dudas sobre su imparcialidad surjan en la mente de la 
parte, sino que es preciso determinar caso a caso si las mismas alcanzan una consis-
tencia tal que permitan afirmar que se hallan objetiva y legítimamente justificadas 
(por todas, STC 47/2011, de 12 de abril, FJ 9). Se hace necesario examinar las cir-
cunstancias del caso, en tanto que “la imparcialidad del Juez no puede examinarse in 
abstracto, sino que hay que determinar, caso por caso, si la asunción simultánea de 
determinadas funciones instructoras y juzgadoras puede llegar a comprometer la 
imparcialidad objetiva del juzgador” (STC 60/1995, de 16 de marzo, FJ 4, que aco-
moda la interpretación del mencionado derecho a la jurisprudencia del Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos).

d) Tales dudas resultan de “la incompatibilidad entre las funciones de resolver, 
o dictar el fallo, con las previas de acusación o de auxilio a la acusación” (STC 11/2000, 
FJ 4, y las que en ella se citan), o del presupuesto por el que son “constitucionalmente 
incompatibles las facultades de instrucción y las de enjuiciamiento” (STC 11/2000, 
FJ 4, y las que en ella se citan). Ahora bien, “no se ha considerado que pierde la 
imparcialidad objetiva el Juez que decide la admisión de una denuncia o una querella” 
(STC 11/2000, FJ 4), pues el Juzgado “tiene en los comienzos del procedimiento muy 
escaso margen de decisión: está obligado por la ley a incoar procedimiento cuando 
recibe una denuncia, salvo excepciones … Sólo después, conforme avanza la instruc-
ción, se amplían las facultades judiciales: cuando se ha iniciado la comprobación del 
hecho denunciado, practicándose las diligencias iniciales, puede el Juzgado acordar el 
sobreseimiento de la causa por los motivos previstos por los artículos 637 y 641 de la 
Ley (SSTC 34/1983, fundamento jurídico 1 y 2, y 40/1988, fundamento jurídico 3)” 
(STC 41/1998, de 24 de febrero, FJ 17). Tampoco “consideramos lesionado al dere-
cho a la imparcialidad del juez en el caso de revocación del sobreseimiento acordado 
por una Sala unipersonal cuando el enjuiciamiento correspondió a una Sala de tres 
Magistrados” (STC 47/1998, de 2 de marzo, FJ 5). Igualmente no quiebra la impar-
cialidad cuando el Juez instructor de la causa se limita únicamente a formar parte de 
la Sala que dicta una providencia de mera ordenación del procedimiento que nada 
decide, ni en lo concerniente a los aspectos materiales o de fondo del citado recurso 
de apelación (STC 238/1991, de 12 de diciembre, FJ 3), o cuando únicamente se 
“ejerció un control de estricta legalidad sobre la regularidad procedimental de la 
actuación investigadora, acordando su corrección, por razón de la palmaria contradic-
ción de la resolución apelada con la anterior resolución firme del Juzgado ordenando 
la apertura de diligencias previas» (STC 38/2003, de 27 de febrero, FJ 3)”».

(STC 149/2013, de 9 de septiembre. Recurso de amparo núm. 211-2010. Ponente: 
D. Andrés Ollero Tassara. «BOE» de 9-10-2013).
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Derecho a un proceso con todas las garantías. Valoración de las prue-
bas en segunda instancia penal.

«Recuerda al respecto la STC 135/2011, de 12 de septiembre, que “nuestra doc-
trina sobre las condenas penales en segunda instancia previa revocación de un pro-
nunciamiento absolutorio, que se inicia en la STC 167/2002, de 18 de septiembre 
(FFJJ 9 a 11), y ha sido reiterada en numerosas Sentencias posteriores (entre las más 
recientes SSTC 21/2009, de 26 de enero, FJ 2; 24/2009, de 26 de enero, FJ 2; 
y 118/2009, de 18 de mayo, FJ 3), señala que ‘el respeto a los principios de publici-
dad, inmediación y contradicción, que forman parte del contenido del derecho a un 
proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), impone inexorablemente que toda con-
dena se fundamente en una actividad probatoria que el órgano judicial haya exami-
nado directa y personalmente y en un debate público en el que se respete la posibilidad 
de contradicción’. En aplicación de esta doctrina hemos dicho que el respeto a los 
principios de publicidad, inmediación y contradicción exige que el Tribunal de apela-
ción oiga personalmente a los testigos, peritos y acusados que hayan prestado testi-
monio y declaración en el acto del juicio, dado el carácter personal de estos medios de 
prueba, a fin de llevar a cabo su propia valoración y ponderación y corregir la efec-
tuada por el órgano de instancia”».

(STC 22/2013, de 31 de enero. Recurso de amparo núm. 8928-2006. Ponente. 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» de 26-2-2013). 

«La STC 167/2002, de 18 de septiembre, que invoca la Sentencia recurrida, como 
recordara el Pleno de este Tribunal en la STC 88/2013, de 11 de abril, se ocupó del 
alcance de las garantías constitucionales para quien resulta condenado en la segunda 
instancia, tras revisar una previa absolución, inspirándose en la doctrina del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (entre otras, SSTEDH de 26 de mayo de 1988, caso 
Ekbatani c. Suecia, o de 27 de junio de 2000, caso Constantinescu c. Rumania). Según 
esa doctrina, el respeto a los principios de publicidad, inmediación y contradicción, 
que forman parte del contenido del derecho a un proceso con todas las garantías 
(art. 24.2 CE), impone inexorablemente que toda condena articulada sobre pruebas 
personales se fundamente en una actividad probatoria que el órgano judicial haya 
examinado directa y personalmente en un debate público, en el que se respete la posi-
bilidad de contradicción.

A partir de ello, se ha consolidado una doctrina constitucional, reiterada en 
numerosas resoluciones (entre las últimas, SSTC 126/2012, de 18 de junio, FJ 2; 
22/2013, de 31 de enero, FJ 4; o 43/2013, de 25 de febrero, FJ 5), según la cual resulta 
contrario a un proceso con todas las garantías que un órgano judicial, conociendo a 
través de recurso, condene a quien había sido absuelto en la instancia o empeore su 
situación como consecuencia de una nueva fijación de los hechos probados que 
encuentre su origen en la reconsideración de pruebas cuya correcta y adecuada apre-
ciación exija necesariamente que se practiquen en presencia del órgano judicial que 
las valora –como es el caso de las declaraciones de testigos, peritos y acusados (así, 
entre otras, SSTC 197/2002, de 28 de octubre, FJ 4, o 1/2010, de 11 de enero, FJ 3)–, 
sin haber celebrado una vista pública en que se haya desarrollado con todas las garan-
tías dicha actividad probatoria.

En aplicación de esta doctrina constitucional se han sentado diversos criterios y 
garantías, que no será preciso reiterar ahora por no estar comprometidos en el pre-
sente caso, bastando la remisión a los pronunciamientos del Pleno citados, señalada-
mente a la STC 88/2013, de 11 de abril, que realiza un recorrido por nuestra 
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jurisprudencia y aclara el encuadramiento constitucional de las exigencias de inme-
diación y contradicción en la valoración de pruebas personales, así como del derecho 
del acusado absuelto de ofrecer su testimonio personal sobre los hechos enjuiciados 
en los supuestos en los que sostiene que no ha cometido el hecho delictivo que se le 
imputa o que no cabe interpretar su conducta con la intención o ánimo de cometer el 
hecho delictivo, englobando todo ello dentro del derecho a un proceso con todas las 
garantías (art. 24.2 CE), pero en su proyección frente a condenas en segunda instan-
cia.

En ese sentido, esto es, insistiendo en la identificación de quién es sujeto de la 
tutela, procede recordar lo que dijimos en la STC 201/2012, de 12 de noviembre, 
FJ 4: “De la doctrina expuesta se deriva que, si bien en casos excepcionales y en aras 
a la máxima irradiación de las garantías constitucionales, podría resultar procedente, 
a partir de una interpretación conforme a la Constitución de la regulación legal del 
recurso de apelación, celebrar vista oral en segunda instancia con asistencia del acu-
sado o, eventualmente, de otros testigos cuyo testimonio resulte imprescindible para 
asegurar la debida práctica contradictoria de pruebas admitidas con arreglo al ar-
tículo 790.3 de la Ley de enjuiciamiento criminal (LECrim), la doctrina constitucio-
nal no exige o alienta la repetición del juicio ante el órgano ad quem cuando se 
pretenda revisar una absolución, pudiendo éste, en el ejercicio de la potestad que le 
otorga el artículo 117.3 CE y a partir de una interpretación no arbitraria de la regula-
ción legal del recurso de apelación, confirmar la absolución sin citar a quienes hubie-
ran declarado en primera instancia. En definitiva, lo único que la Constitución 
proscribe es la revocación de una absolución –o, en general, una revisión in peius de 
la decisión de primera instancia– sin respeto a las garantías de inmediación y defensa 
contradictoria”».

(STC 184/2013, de 4 de noviembre. Recurso de amparo 4974-2011. Ponente: 
D. Fernando Valdés Dal-Ré. «BOE» de 4-12-2013).

Presunción de inocencia. Valor probatorio de la confesión prestada 
en fase de instrucción (art. 46.5 LOTJ).

«La decisión de admitir el valor probatorio de las declaraciones prestadas con las 
debidas garantías de contradicción ante el Juez de Instrucción, introducidas luego en 
el juicio oral a través del interrogatorio al acusado sobre las contradicciones entre lo 
que “manifiesten en el juicio oral y lo dicho en la fase de instrucción” (art. 46.5 
LOTJ) no sólo no es irracional, arbitraria o manifiestamente errónea al interpretar la 
legalidad, sino que es conforme con nuestra doctrina, que permite la valoración de las 
declaraciones sumariales, practicadas con las formalidades legales e introducidas en 
el plenario en condiciones que permitan a la defensa del acusado someterlas a contra-
dicción. Hemos declarado que es acorde con la Constitución y con el derecho a la 
presunción de inocencia (art. 24.2 CE) “integrar en la valoración probatoria el resul-
tado de ciertas diligencias sumariales que, habiéndose practicado con las formalida-
des que la Constitución y el ordenamiento procesal establecen, sean reproducidas en 
el acto del juicio … introduciendo su contenido a través de los interrogatorios (STC 
2/2002, de 14 de enero, FJ 7). De esta manera, ante la rectificación o retractación del 
testimonio operada en el acto del juicio oral (art. 714 LECrim), o ante la imposibili-
dad material de su reproducción (art. 730 LECrim), el resultado de la diligencia 
accede al debate procesal público ante el Tribunal, cumpliéndose así la triple exigen-
cia constitucional de toda actividad probatoria: publicidad, inmediación y contradic-
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ción (STC 155/2002, de 22 de julio, FJ 10)” (STC 206/2003, de 1 de diciembre, FJ 2). 
La especialidad probatoria que establece el artículo 46.5 LOTJ consiste en garantizar 
la inmediación, contradicción y publicidad de la prueba a través del interrogatorio 
sobre las contradicciones entre lo declarado en el acto del juicio oral y ante el Juez de 
Instrucción (STC 2/2002, FJ 7, citada), y mediante la incorporación del testimonio de 
la declaración previa al acta que se entregará al jurado. Dicha excepción constituye 
una singularidad en la práctica de la prueba, como acertadamente afirma el Ministerio 
Fiscal en sus alegaciones y entienden las resoluciones impugnadas, que en modo 
alguno puede considerarse vulneradora del derecho invocado. De este modo, el ar-
tículo 714 LECrim determina que cuando “la declaración del testigo en el juicio oral 
no sea conforme en lo sustancial con la prestada en el sumario podrá pedirse la lectura 
de ésta por cualquiera de las partes. Después de leída, el Presidente invitará al testigo 
a que explique la diferencia o contradicción que entre sus declaraciones se observe”; 
por su parte, el apartado primero del artículo 46.5 LOTJ indica –refiriéndose expresa-
mente al acusado– que el “Ministerio Fiscal, los letrados de la acusación y los de la 
defensa podrán interrogar al acusado, testigos y peritos sobre las contradicciones que 
estimen que existen entre lo que manifiesten en el juicio oral y lo dicho en la fase de 
instrucción. Sin embargo, no podrá darse lectura a dichas previas declaraciones, aun-
que se unirá al acta el testimonio que quien interroga debe presentar en el acto”.

La incorporación al proceso de las declaraciones del acusado que han tenido 
lugar en la fase de instrucción, mediante el interrogatorio en el acto del juicio oral 
sobre las contradicciones existentes entre lo manifestado en el juicio oral y en la fase 
de instrucción, uniendo el testimonio de dicha declaración al acta que se entregará al 
Tribunal del Jurado (art. 46.5 LOTJ), también tiene plena acogida en los derechos 
reconocidos en los párrafos 3 d) y 1 del artículo 6 CEDH, siempre que se hayan res-
petado los derechos de defensa del acusado (STEDH de 20 noviembre 1989, caso 
Kostovski contra Países Bajos, ap. 41).

7. A lo anterior debe añadirse que la decisión de valorar la declaración del acu-
sado prestada con las debidas garantías ante el Juez de Instrucción, se acomoda al 
carácter estructural de los principios de valoración probatoria, “cuya vigencia no 
puede depender de las variaciones que cada modalidad de procedimiento acoge” 
–como afirma la Sentencia del Tribunal Supremo–, sin perjuicio de que puedan pre-
verse peculiaridades en su práctica en aras a potenciar los principios de oralidad e 
inmediación. En este sentido, desde el prisma constitucional, carece de sentido que la 
decisión del procedimiento a seguir –sumario, abreviado o ante el Tribunal del 
Jurado– pueda definir el acervo probatorio.

Todo ello no es extraño al singular valor probatorio que hemos atribuido a la 
confesión del imputado ante el Juzgado de Instrucción como prueba válida, al afirmar 
“la autonomía jurídica y la legitimidad constitucional de la valoración de la prueba de 
confesión, esto es, de las declaraciones de los imputados, al entender que los derechos 
a no declarar contra sí mismo, a no confesarse culpable y a que las declaraciones se 
presten con asistencia letrada son garantías constitucionales que constituyen medio 
eficaz de protección frente a cualquier tipo de coerción o compulsión ilegítima, por lo 
que el contenido de las declaraciones del acusado puede ser valorado siempre como 
prueba válida” (STC 136/2006, de 8 de mayo, FJ 7). Esta validez “no puede hacerse 
depender de los motivos internos del confesante, sino de las condiciones externas y 
objetivas de su obtención” (STC 86/1995, de 6 de junio, FJ 4), con el fin de no deva-
luar “una prueba como es la confesión, que por su propia naturaleza es independiente 
de cualquier otra circunstancia del proceso ya que su contenido es disponible por el 
acusado y depende únicamente de su voluntad” (STC 161/1999, de 27 de septiembre, 
FJ 4).
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Por ello, la interpretación efectuada, no solo es conforme con la previsión legal y 
constitucional que configura el sistema probatorio contenido en la LECrim; tampoco 
desborda el tenor literal del artículo 46.5 LOTJ, que además de admitir la prueba anti-
cipada, permite traer al acervo probatorio las declaraciones de instrucción mediante el 
interrogatorio en el acto del juicio oral sobre las contradicciones existentes entre lo 
allí manifestado y lo dicho en la fase de instrucción, uniendo el testimonio de dicha 
declaración al acta que se entregará al Tribunal del Jurado (art. 46.5 LOTJ).

Se mantiene con ello el equilibrio entre las distintas partes del procedimiento, 
ponderando adecuadamente los diversos derechos fundamentales afectados por la 
decisión judicial, sin dejar a la voluntad del acusado lo actuado en el sumario (SSTC 
19/1994, de 27 de enero, FJ 3, y 41/1991, de 25 de febrero, FJ 2).

8. A ello no obsta que en el inciso final del artículo 46.5 LOTJ se indique que las 
“declaraciones efectuadas en la fase de instrucción, salvo las resultantes de prueba 
anticipada, no tendrán valor probatorio de los hechos en ellas afirmados”; dicho pre-
cepto no es sino reflejo de nuestra doctrina, de acuerdo con la cual “las diligencias 
sumariales son actos de investigación encaminados a la averiguación del delito e iden-
tificación del delincuente (art. 299 de la L.E.Cr.) y que, como se advierte en la citada 
STC 101/1985, no constituyen en sí mismas pruebas de cargo” (STC 137/1988, de 7 
de julio, FJ 2). Dicha doctrina no ha sido óbice para que hayamos admitido la prueba 
preconstituida (art. 730 LECrim), o la valoración –a través de su lectura– de las decla-
raciones testificales prestadas en el sumario cuando exista contradicción con las pres-
tadas por el testigo en el acto del juicio oral conforme al artículo 714 LECrim. Este 
precepto, pese a referirse exclusivamente al testigo (a diferencia del tenor literal del 
apartado primero del artículo 46.5 LOTJ que contempla también al acusado y al 
perito), lo hemos considerado aplicable al acusado, sin merma alguna del derecho a la 
presunción de inocencia (por todas, STC 82/1988, de 28 de abril, FJ 3).

Precisamente, la redacción final del citado artículo 46.5, in fine, LOTJ, fue en su 
debate parlamentario consecuencia de una enmienda transaccional, que obedeció a la 
voluntad de dar “valor probatorio de determinadas intervenciones en la fase sumarial” 
(“Diario Sesiones Congreso de los Diputados”, Comisiones, núm. 418, pp. 12735-
12736) y conseguir así el “equilibrio de dar validez probatoria a la que sea auténtica 
prueba y no mera investigación pesquisa o indicio, y lo que es el principio fundamen-
tal de la oralidad” (“Diario Sesiones Congreso de los Diputados”, Comisiones, 
núm. 418, pp. 12735-12736)».

(STC 151/2013, de 9 de septiembre. Recurso de amparo núm. 6999-2010. 
Ponente. D. Andrés Ollero Tassara. «BOE» de 9-10-2013).

Presunción de inocencia. Valor probatorio de las declaraciones pres-
tadas ante la policía. 

«Procederemos ahora a recoger los contenidos esenciales de nuestra doctrina en 
la materia, sintetizados por la STC 68/2010, de 18 de octubre: a) Como regla gene-
ral, sólo pueden considerarse pruebas que vinculen a los órganos de la justicia penal 
las practicadas en el juicio oral, pues el procedimiento probatorio ha de tener lugar 
necesariamente en el debate contradictorio que en forma oral se desarrolle ante el 
mismo Juez o Tribunal que ha de dictar Sentencia, de manera que la convicción sobre 
los hechos enjuiciados se alcance en contacto directo con los medios de prueba apor-
tados a tal fin por las partes (por todas, SSTC 182/1989, de 3 de noviembre, FJ 2; 
195/2002, de 28 de octubre, FJ 2; 206/2003, de 1 de diciembre, FJ 2; 1/2006, de 16 de 



 Sección de Jurisprudencia 495

ADPCP, VOL. LXVI, 2013

enero, FJ 4; 345/2006, de 11 de diciembre, FJ 3, o 134/2010, de 3 de diciembre, FJ 3). 
Es en el juicio oral donde se aseguran las garantías constitucionales de inmediación, 
contradicción, oralidad y publicidad (entre otras muchas, STC 67/2001, de 17 de 
marzo, FJ 6).

b) La regla que se viene de enunciar, sin embargo, no puede entenderse de 
manera tan radical que conduzca a negar toda eficacia probatoria potencial a otras 
diligencias. En efecto, nuestra doctrina ha admitido que la regla general consiente 
determinadas excepciones, particularmente respecto de las declaraciones prestadas en 
fase sumarial cuando se cumplan una serie de presupuestos y requisitos que “hemos 
clasificado como: a) materiales –que exista una causa legitima que impida reproducir 
la declaración en el juicio oral–; b) subjetivos –la necesaria intervención del Juez de 
Instrucción–; c) objetivos –que se garantice la posibilidad de contradicción, para lo 
cual ha de haber sido convocado el Abogado del imputado, a fin de que pueda partici-
par en el interrogatorio sumarial del testigo–; d) formales –la introducción del conte-
nido de la declaración sumarial a través de la lectura del acta en que se documenta, 
conforme a lo ordenado por el art. 730 LECrim–, o a través de los interrogatorios, lo 
que posibilita que su contenido acceda al debate procesal público y se someta a con-
frontación con las demás declaraciones de quienes sí intervinieron en el juicio oral” 
[STC 68/2010, FJ 5 a), y los restantes pronunciamientos de este Tribunal allí igual-
mente citados].

c) Por el contrario, la posibilidad de otorgar la condición de prueba a declara-
ciones prestadas extramuros del juicio oral no alcanza a las practicadas ante la policía. 
Se confirma con ello la doctrina de nuestra temprana STC 31/1981, de 28 de julio, 
FJ 4, según la cual “dicha declaración, al formar parte del atestado, tiene, en princi-
pio, únicamente valor de denuncia, como señala el artículo 297 de la LECrim”, por lo 
que, considerado en sí mismo, y como hemos dicho en la STC 68/2010, FJ 5 b), “el 
atestado se erige en objeto de prueba y no en medio de prueba, y los hechos que en él 
se afirman por funcionarios, testigos o imputados han de ser introducidos en el juicio 
oral a través de auténticos medios probatorios”.

Una vez señalado que la declaración ante la policía no constituye como tal, y por 
sí sola, un medio de prueba, no es preciso en este momento entrar en el análisis de 
problemas asociados a ello, abordados en nuestros precedentes pero sin relevancia 
alguna en este recurso.

d) El criterio descrito en la letra anterior no significa, no obstante, negar efica-
cia probatoria potencial a cualquier diligencia policial reflejada en el atestado, puesto 
que, si se introduce en el juicio oral con respeto “a la triple exigencia constitucional 
de toda actividad probatoria: publicidad inmediación y contradicción” 
(SSTC 155/2002, de 22 de julio, FJ 10 y 187/2003, de 27 de septiembre, FJ 4), puede 
desplegar efectos probatorios, en contraste o concurrencia con otros elementos de 
prueba.

Las declaraciones obrantes en los atestados policiales, en conclusión, no tienen 
valor probatorio de cargo. Singularmente, y en directa relación con el caso que ahora 
nos ocupa, ni las autoincriminatorias ni las heteroinculpatorias prestadas ante la poli-
cía pueden ser consideradas exponentes de prueba anticipada o de prueba preconsti-
tuida. Y no sólo porque su reproducción en el juicio oral no se revele en la mayor 
parte de los casos imposible o difícil sino, fundamentalmente, porque no se efectua-
ron en presencia de la autoridad judicial, que es la autoridad que, por estar institucio-
nalmente dotada de independencia e imparcialidad, asegura la fidelidad del testimonio 
y su eventual eficacia probatoria. Lo hemos dispuesto de ese modo, en relación con 
las declaraciones de coimputados y copartícipes en los hechos, por ejemplo, en las 
SSTC 51/1995, de 23 de febrero; 206/2003, de 1 de diciembre, o 68/2010, de 18 de 
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octubre. En suma, no puede confundirse la acreditación de la existencia de un acto 
(declaración ante la policía) con una veracidad y refrendo de sus contenidos que 
alcance carácter o condición de prueba por sí sola.

5. Según la consolidada doctrina de este Tribunal, la Constitución veda ex ar-
tículo 24.2 que un Juez o Tribunal de lo penal sustente una condena en su propia 
apreciación de lo sucedido a partir de su valoración de testimonios a los que no ha 
asistido. El derecho fundamental del acusado a un proceso con todas las garantías 
(art. 24.2 CE) exige que la valoración de un testimonio personal sólo pueda ser reali-
zada por el órgano judicial ante el que se practique y siempre que además dicha prác-
tica se realice en condiciones plenas de contradicción y publicidad.

Junto a la lesión de ese derecho, cuya declaración se impone cuando haya tenido 
una incidencia material en la condena, se producirá también la vulneración del dere-
cho a la presunción de inocencia siempre que la eliminación de la prueba irregular-
mente valorada deje sin sustento el relato de hechos probados que soporta la 
declaración de culpabilidad del acusado. Esto sucederá, por supuesto, cuando la 
prueba personal eliminada sea la única tomada en cuenta por la resolución impug-
nada, pero asimismo cuando, a partir de su propia motivación, se constate que dicha 
prueba era esencial para llegar a la conclusión fáctica incriminatoria, de modo que 
con su exclusión la inferencia de dicha conclusión devenga ilógica o no concluyente 
(STC 207/2007, de 24 de septiembre, FJ 2, y entre las más recientes, STC 144/2012, 
de 2 de julio, FJ 6, o la reiterada STC 68/2010, dictada en una problemática próxima 
a la que resolvemos, como ha quedado expuesto). Sin embargo y de existir otras prue-
bas de cargo válidas e independientes, la presunción de inocencia no resultará infrin-
gida (por ejemplo, STC 81/1998, de 2 de abril, FJ 3; o 167/2002, de 18 de septiembre, 
FJ 6, ambas del Pleno de este Tribunal)».

(STC 53/2013, de 28 de 2013. Recurso de amparo núm. 8309-2010. Ponente: 
D. Fernando Valdés Dal-Ré. «BOE» de 26-3-2013).

Presunción de inocencia. Valor probatorio de las declaraciones 
sumariales, testigos protegidos, anónimos y menores.

«En el acervo doctrinal de este Tribunal, la figura del testigo protegido ha sido 
objeto de análisis únicamente en la STC 64/1994, de 28 de febrero, cuyas conclusio-
nes fueron después recogidas por los AATC 270/1994, de 17 de octubre, y 522/2005, 
de 20 de diciembre. En dicha Sentencia nos ocupamos de un supuesto de testigo 
“oculto” –esto es, testigo de cargo que presta su declaración sin ser visto por el acu-
sado–, ponderando su compatibilidad con las garantías de contradicción y de ejercicio 
real de la defensa en el proceso, derivadas del derecho a un proceso con todas las 
garantías (art. 24.2 CE). 

Acogiendo la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos –sobre 
la que a continuación habremos de referirnos más detenidamente–, manifestamos 
entonces que en los casos en que “el testimonio no pueda calificarse de anónimo sino, 
en todo caso, de ‘oculto’ (entendiendo por tal aquél que se presta sin ser visto por el 
acusado), pero, en los que la posibilidad de contradicción y el conocimiento de la 
identidad de los testigos –tanto para la defensa como para el Juez o Tribunal llamado 
a decidir sobre la culpabilidad o inocencia del acusado– resulten respetados, han de 
entenderse cumplidas las exigencias derivadas del artículo 6.3 d) del Convenio y, en 
consecuencia, también las garantías que consagra el artículo 24.2 de nuestra Constitu-
ción” (FJ 3). Junto a ello, advertimos además, con carácter de obiter dictum, que con 
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arreglo al Tribunal de Estrasburgo debe considerarse contrario al citado precepto del 
Convenio “la condena de un acusado sobre la base de testimonios anónimos, enten-
diendo por tales las declaraciones de personas cuya identidad es desconocida por el 
Tribunal, por la defensa, o por ambos, pues ello conduce a una restricción de los 
derechos de defensa al imposibilitar la contradicción ante el órgano judicial encar-
gado de decidir sobre la inocencia o culpabilidad” (FJ 3).

(…/…)
Si bien el derecho a un proceso con todas las garantías exige, como regla general, 

que los medios de prueba se practiquen en el seno del juicio oral con plenitud de 
garantías de publicidad, oralidad, contradicción e inmediación (por todas, 
SSTC 31/1981, de 28 de julio, FJ 3; 206/2003, de 1 de diciembre, FJ 2; 134/2010, de 
3 de diciembre, FJ 3, o 174/2011, de 7 de noviembre, FJ 3), la necesidad de ponderar 
el citado derecho fundamental con otros intereses y derechos dignos de protección 
permite modular los términos de esa regla e introducir determinados supuestos de 
excepción, siempre que se hallen debidamente justificados en atención a esos fines 
legítimos y, en todo caso, que permitan el debido ejercicio de la defensa contradicto-
ria por parte de quien se encuentra sometido al enjuiciamiento penal. Como recuerda 
la STC 174/2011, de 7 de noviembre, “dichas modulaciones y excepciones atienden a 
la presencia en juego de otros principios e intereses constitucionalmente relevantes 
que pueden concurrir con los del acusado. En tales casos excepcionales es posible 
modular la forma de prestar declaración e incluso dar valor probatorio al contenido 
incriminatorio de manifestaciones prestadas fuera del juicio oral siempre que se 
garantice suficientemente el derecho de defensa del acusado” (FJ 3).

Así, hemos venido admitiendo, desde la STC 80/1986, de 17 de junio, la posibi-
lidad de integrar en la valoración probatoria el resultado de diligencias sumariales de 
investigación, tales como, en particular, declaraciones testificales, mientras, entre 
otros requisitos, al acusado se le haya dado la posibilidad de someter tal testimonio a 
contradicción (entre otras, SSTC 345/2006, de 11 de diciembre, FJ 3 y 68/2010, de 18 
de octubre, FJ 5). En línea semejante, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha 
reiterado que la incorporación al proceso de declaraciones que han tenido lugar en 
fase de instrucción no lesiona por sí misma los derechos reconocidos en los 
párrafos 3 d) y 1 del artículo 6 del Convenio europeo para la protección de los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales siempre que exista una causa legí-
tima que impida la declaración en el juicio oral y que se hayan respetado los derechos 
de defensa del acusado; esto es, siempre que se dé al acusado una ocasión adecuada y 
suficiente de contestar el testimonio de cargo e interrogar a su autor bien cuando se 
presta, bien con posterioridad (SSTEDH de 20 de noviembre de 1989, caso Kostovski 
c. Holanda, § 41; 23 de abril de 1997, caso Van Mechelen y otros c. Holanda, § 51 
y 19 de julio de 2012, caso Hümmer c. Alemania, § 38); advirtiendo en todo caso que 
“los derechos de defensa se restringen de forma incompatible con las garantías del 
artículo 6 cuando una condena se funda exclusivamente o de forma decisiva en decla-
raciones hechas por una persona que el acusado no ha podido interrogar o hacer inte-
rrogar ni en la fase de instrucción ni durante el plenario” (SSTEDH de 27 de febrero 
de 2001, caso Lucà c. Italia, § 40; 15 de diciembre de 2011, caso Al-Khawaja y Tahery 
c. Reino Unido, § 118; y 19 de febrero de 2013, caso gani c. España, § 38).

En un ámbito más cercano a la órbita de problemas que presenta el supuesto 
actual, hemos considerado legítimo igualmente excepcionar la citada regla general 
ante testigos que presenten especiales necesidades de protección debido a su minoría 
de edad, especialmente cuando han podido ser víctimas de un delito violento o contra 
su indemnidad sexual; casos en los que a la finalidad de asegurar el desarrollo del 
proceso penal se añadiría la necesidad de velar por los intereses del menor. En este 
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sentido, acogiendo una consolidada jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo (entre 
otras, SSTEDH de 20 de diciembre de 2001, caso P.S. c. Alemania; 2 de julio de 2002, 
caso S.N. c. Suecia; o de 28 de septiembre de 2010, caso A.S. c. Finlandia), manifes-
tamos en la STC 174/2011, de 7 de noviembre, que en tales casos “la causa legítima 
que justifica la pretensión de impedir, limitar o modular su presencia en el juicio oral 
para someterse al interrogatorio personal de la acusación y la defensa, tiene que ver 
tanto con la naturaleza del delito investigado (que puede reclamar una mayor garantía 
de su intimidad) como con la necesidad de preservar su estabilidad emocional y nor-
mal desarrollo personal” (FJ 3), que podría verse gravemente alterada con la inserción 
del menor en entorno de un procedimiento penal y, en particular, con el sometimiento 
al debate contradictorio entre las partes inherente a la dinámica del juicio oral. En 
tales supuestos, las manifestaciones verbales de los menores podrían llegar a erigirse 
en prueba de cargo decisiva para fundar la condena, si bien únicamente cuando se 
hubiera dado al acusado la posibilidad “de ejercer adecuadamente su derecho de 
defensa, a cuyo fin los órganos judiciales están obligados, simultáneamente, a tomar 
otras precauciones que contrapesen o reequilibren los déficits de defensa que derivan 
de la imposibilidad de interrogar personalmente al testigo de cargo en el juicio oral” 
(FJ 3), y que pasarían por ofrecer “una oportunidad de observar dicha exploración, 
bien en el momento en que se produce o después, a través de su grabación audiovi-
sual”, y por “tener la posibilidad de dirigir preguntas al menor, de forma directa o 
indirecta, bien durante el desarrollo de la primera exploración o en una ocasión poste-
rior” (STC 174/2011, citando el caso A.S. c. Finlandia, § 56).

5. Semejantes presupuestos son los que habrán de presidir la ponderación entre 
las necesidades de protección de determinados testigos y las garantías inherentes a un 
proceso equitativo. En el seno del proceso penal, la colaboración con la Administra-
ción de justicia desempeñada por testigos y peritos puede en ocasiones verse menos-
cabada por la amenaza de represalias para su vida, integridad física o libertad, por lo 
que resulta indispensable introducir diversas medidas legales de protección, tanto en 
fases anteriores y posteriores del juicio oral como incluso en el marco de su desarro-
llo, que permitan al órgano judicial, tras un ponderación de los intereses en conflicto, 
aplicar las que resulten procedentes en cada caso (en sentido similar, SSTEDH de 26 
de marzo de 1996, caso Doorson c. Holanda, § 70; 23 de abril de 1997, caso Van 
Mechelen y otros c. Holanda, § 53; 14 de febrero de 2002, caso Visser c. Holanda, 
§ 53 y de 6 de diciembre de 2012, caso Pesukic c. Suiza, § 45). A esa finalidad res-
ponde la promulgación de la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, de protec-
ción a testigos y peritos en causas criminales, que en su exposición de motivos, 
recogiendo la necesidad de cohonestar tal protección con las garantías de defensa 
tantas veces reiterada por el Tribunal de Estrasburgo, manifiesta el afán de mantener 
“el necesario equilibrio entre el derecho a un proceso con todas las garantías y la 
tutela de derechos fundamentales inherentes a los testigos y peritos y a sus familia-
res”.

Con relación al anonimato del testigo, como uno de tales instrumentos de protec-
ción, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha entendido que el uso de declara-
ciones efectuadas por testigos anónimos para fundamentar una condena penal no 
siempre ha de entenderse contrario al Convenio, pero no debe soslayarse el hecho de 
que ante una acusación fundada en testimonios anónimos la defensa se ve enfrentada 
a dificultades que no deberían aceptarse en el procedimiento penal (SSTEDH de 26 
de marzo de 1996, caso Doorson c. Holanda, § 69; 23 de abril de 1997, caso Van 
Mechelen y otros c. Holanda, § 52 y de 28 de marzo de 2002, caso Birutis y otros 
c. Lituania, § 29). A este respecto, sostiene el Tribunal europeo que el derecho del 
acusado a tener una oportunidad efectiva de someter a contradicción las pruebas que 
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se dirigen contra él requiere “que el acusado deba conocer la identidad de quien le 
acusa de modo que pueda cuestionar su fiabilidad y credibilidad” (SSTEDH de 15 de 
diciembre de 2011, caso Al-Khawaja y Tahery c. Reino Unido, § 127 y de 19 de julio 
de 2012, caso Hümmer c. Alemania, § 38). En ello radica, en efecto, el déficit de 
defensa inherente al testigo anónimo, puesto que “si la defensa desconoce la identidad 
de la persona a la que intenta interrogar, puede verse privada de datos que precisa-
mente le permitan probar que es parcial, hostil o indigna de crédito. Un testimonio, o 
cualquier otra declaración contra un inculpado, pueden muy bien ser falsos o deberse 
a un mero error; y la defensa difícilmente podrá demostrarlo si no tiene la informa-
ción que le permita fiscalizar la credibilidad del autor o ponerla en duda. 

Los peligros inherentes a tal situación son evidentes” (SSTEDH de 20 de noviem-
bre de 1989, caso Kostovski c. Holanda, § 42 y de 27 de septiembre de 1990, caso 
Windisch c. Austria, § 28).

Por tal razón, para que la declaración de un testigo anónimo pueda ser incorpo-
rada al acervo probatorio se requiere que los déficits de defensa a que se ve enfrentado 
el acusado sean compensados a través de la introducción de medidas alternativas que 
permitan la contradicción (SSTEDH de 26 de marzo de 1996, caso Doorson 
c. Holanda, § 72; 23 de abril de 1997, caso Van Mechelen y otros c. Holanda, § 54 y 
de 28 de marzo de 2002, caso Birutis y otros c. Lituania, § 29. Con carácter general, 
SSTEDH de 15 de diciembre de 2011, caso Al-Khawaja y Tahery c. Reino Unido, 
§ 147; 6 de diciembre de 2012, caso Pesukic c. Suiza, § 45 y de 19 de febrero de 2013, 
caso gani c. España, § 41). Además, y en todo caso, “incluso cuando se hayan adop-
tado mecanismos de ‘equilibrio’ adecuados para compensar en grado suficiente los 
déficits bajo los que actúa la defensa, una condena no ha de estar basada únicamente 
o de modo decisivo en testimonios anónimos” (SSTEDH de 26 de marzo de 1996, 
caso Doorson c. Holanda, § 76; 14 de febrero de 2002, caso Visser c. Holanda, § 55 y 
de 6 de diciembre de 2012, caso Pesukic c. Suiza, § 45).

En definitiva, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, para poder erigirse en prueba de cargo, la declaración del testigo anónimo 
debe reunir tres concretos requisitos. El primero de ellos –no cuestionado en la pre-
sente demanda– que el anonimato haya sido acordado por el órgano judicial en una 
decisión motivada en la que se hayan ponderado razonablemente los intereses en con-
flicto; el segundo, que los déficits de defensa que genera el anonimato hayan sido 
compensados con medidas alternativas que permitan al acusado evaluar y, en su caso, 
combatir la fiabilidad y credibilidad del testigo y de su testimonio; y el tercero, que la 
declaración del testigo anónimo concurra acompañado de otros elementos probato-
rios, de manera que no podrá, por sí sola o con un peso probatorio decisivo, enervar la 
presunción de inocencia».

(STC 75/2013, de 8 de abril. Recurso de amparo núm. 1771-2011. Ponente. 
D.ª Adela Asua Batarrita. «BOE» de 10-5-2013).

Presunción de inocencia y motivación de las resoluciones de condena.

«Desde la STC 31/1981, de 28 de julio, hemos venido reiterando que el derecho 
a la presunción de inocencia se configura, en tanto que regla de juicio y desde la pers-
pectiva constitucional, como el derecho a no ser condenado sin pruebas de cargo váli-
das, lo que implica que exista una mínima actividad probatoria realizada con las 
garantías necesarias, referida a todos los elementos esenciales del delito, y que de la 
misma quepa inferir razonablemente los hechos y la participación del acusado en los 
mismos. modo que, como se declara en la STC 189/1998, de 28 de septiembre, FJ 2, 
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“sólo cabrá constatar la vulneración del derecho a la presunción de inocencia cuando 
no haya pruebas de cargo válidas, es decir, cuando los órganos judiciales hayan valo-
rado una actividad probatoria lesiva de otros derechos fundamentales o carente de 
garantías, o cuando no se motive el resultado de dicha valoración, o, finalmente, por 
ilógico o por insuficiente no sea razonable el iter discursivo que conduce de la prueba 
al hecho probado” (también, entre muchas, SSTC 111/2008, de 22 de septiembre, 
FJ 3; y 26/2010, de 27 de abril, FJ 6).

En lo que es relevante para el presente enjuiciamiento, hemos de poner de mani-
fiesto “la íntima relación que une la motivación y el derecho a la presunción de ino-
cencia, que no en vano consiste en que la culpabilidad ha de quedar plenamente 
probada, lo que es tanto como decir expuesta o mostrada. La culpabilidad ha de moti-
varse y se sustenta en dicha motivación, de modo que sin motivación se produce ya 
una vulneración del derecho a la presunción de inocencia” (STC 145/2005, de 6 de 
junio FJ 6; 12/2011, de 28 de febrero, FJ 6). Por tal razón, y como recuerda la 
STC 12/2011, de 28 de febrero, “este Tribunal ha reiterado que ‘uno de los modos de 
vulneración de este derecho lo constituye precisamente la falta de motivación del iter 
que ha conducido de las pruebas al relato de hechos probados de signo incriminato-
rio’ (STC 245/2007, 10 de diciembre, FJ 5). Desde esta perspectiva, resulta necesario 
comprobar si las resoluciones impugnadas no sólo satisfacen el grado mínimo de 
motivación exigido en general para la tutela judicial, sino también el grado de motiva-
ción constitucionalmente exigido ex derecho a la presunción de inocencia, que con-
forme a nuestra doctrina es superior al primero ‘dado que está precisamente en juego 
aquel derecho y, en su caso, el que resulte restringido por la pena, que será el derecho 
a la libertad cuando, como es ahora el caso, la condena lo sea a penas de prisión 
(STC 209/2002, de 11 de noviembre, FJ 3; 169/2004, de 6 de octubre, FJ 6; 143/2005, 
de 6 de junio, FJ 4). El canon de análisis no se conforma ya con la mera cognoscibili-
dad de la ratio decidendi de la decisión judicial, sino que exige una mínima explica-
ción de los fundamentos probatorios del relato fáctico, con base en el cual se 
individualiza el caso y se posibilita la aplicación de la norma jurídica (SSTC 5/2000, 
de 17 de enero, FJ 2; 249/2000, de 30 de octubre, FJ 3; 209/2002, de 11 de noviembre, 
FFJJ 3 y 4; 143/2005, de 6 de junio, FJ 4)’ (STC 245/2007, 10 de diciembre, FJ 5).” 
(FJ 6). Junto al diferente estándar de exigencia, consecuencia adicional de esta pers-
pectiva constitucional sobre la ausencia de motivación suficiente del relato fáctico 
incriminatorio, está la de que, a diferencia del derecho a la tutela judicial efectiva, la 
plena reparación del derecho a la presunción de inocencia pasará normalmente por la 
anulación sin retroacción de la Sentencia condenatoria. Como expresa la 
STC 245/2007, de 10 de diciembre, “la falta de un fundamento fáctico concreto y 
cognoscible priva a la pena del sustento probatorio que le exige el artículo 24.2 C.E. y 
convierte el problema de motivación, reparable con una nueva, en un problema de 
presunción de inocencia, sólo reparable con su anulación definitiva” (FJ 5)».

(STC 22/2013, de 31 de enero. Recurso de amparo núm. 8928-2006. Ponente: 
D. Ramón Rodríguez Arribas. «BOE» de 26-2-2013).

ARTíCULO 25

Derecho a la legalidad penal

«De acuerdo con la doctrina reiterada de este Tribunal (entre otras muchas, SSTC 
104/2009, de 4 de mayo, FJ 2; 135/2010, de 2 de diciembre, FJ 4; 144/2011, de 26 de 
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septiembre, FJ 4; y 90/2012, de 7 de mayo, FJ 4) el artículo 25.1 CE, que incorpora la 
regla nullum crimen nulla poena sine lege, comprende una doble garantía, formal y 
material. La garantía material, como señaló la STC 242/2005, de 10 de octubre, FJ 2, 
deriva “del mandato de taxatividad o de lex certa y se concreta en la exigencia de 
predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspon-
dientes, que hace recaer sobre el legislador el deber de configurarlas en las leyes 
sancionadoras con la mayor precisión posible para que los ciudadanos puedan cono-
cer de antemano el ámbito de lo proscrito y prever, así, las consecuencias de sus 
acciones” (en el mismo sentido, entre otras muchas, SSTC 104/2009, de 4 de mayo, 
FJ 2; 144/2011, de 26 de septiembre de 2011, FJ 4; y 90/2012, de 7 de mayo, FJ 4). 
Por esta razón, como también señala la citada STC 104/2009, de 4 de mayo, FJ 2, “la 
garantía material implica que la norma punitiva permita predecir con suficiente grado 
de certeza las conductas que constituyen infracción y el tipo y grado de sanción del 
que puede hacerse merecedor quien la cometa, lo que conlleva que no quepa constitu-
cionalmente admitir formulaciones tan abiertas por su amplitud, vaguedad o indefini-
ción, que la efectividad dependa de una decisión prácticamente libre y arbitraria del 
intérprete y juzgador”.

La garantía formal, como señala la STC 166/2012, de 1 octubre, FJ 5, hace refe-
rencia al rango necesario de las normas tipificadoras de esas conductas y sanciones y 
sostiene, siguiendo la constante jurisprudencia de este Tribunal, que el término “legis-
lación vigente” contenido en el artículo 25.1 CE es expresivo de una reserva de ley en 
materia sancionadora (por todas STC 77/2006, de 13 de marzo, FJ único y jurispru-
dencia allí citada)».

(STC 13/2013, de 28 de enero. Cuestión de inconstitucionalidad núm. 5371-
2011. Ponente: D. Andrés Ollero Tassara. «BOE» de 26-2-2013).

Principio acusatorio

«Respecto de la primera infracción denunciada sobre la lesión del principio acu-
satorio, conviene recordar que este Tribunal ha señalado que, entre las garantías que 
incluye dicho principio, se encuentra la de que “nadie puede ser condenado por cosa 
distinta de la que se le ha acusado y de la que, por lo tanto, haya podido defenderse”; 
ha precisado a este respecto que por “cosa” no puede entenderse únicamente “un con-
creto devenir de acontecimientos, un factum”, sino también “la perspectiva jurídica 
que delimita de un cierto modo ese devenir y selecciona algunos de sus rasgos, pues 
el debate contradictorio recae no sólo sobre los hechos, sino también sobre la califica-
ción jurídica” (por todas, STC 60/2008, de 26 de mayo, FJ 6). Esta vinculación entre 
la pretensión punitiva de las partes acusadoras y el fallo de la Sentencia judicial 
implica que el órgano de enjuiciamiento debe dictar una resolución congruente con 
dicha pretensión; lo que responde a la necesidad, no sólo de garantizar las posibilida-
des de contradicción y defensa, sino también de respetar la distribución de funciones 
entre los diferentes participantes en el proceso penal. De este modo, el análisis del 
respeto a la garantía del deber de congruencia entre la acusación y fallo por parte de 
una resolución judicial debe venir dado, no sólo por la verificación de que el conde-
nado ha tenido la oportunidad de debatir los elementos de la acusación contradictoria-
mente, sino también por la comprobación de que el órgano de enjuiciamiento no ha 
comprometido su imparcialidad asumiendo funciones acusatorias que constitucional-
mente no le corresponden (SSTC 123/2005, de 12 de mayo, FJ 4, y 155/2009, de 25 
de junio, FJ 4). Estas exigencias del principio acusatorio, como también hemos afir-
mado, son igualmente aplicables en la segunda instancia (STC 60/2008, de 26 de 
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mayo, FJ 6), de forma que “la acusación, contradicción y defensa han de garantizarse 
no sólo en el juicio de primera instancia sino también en la fase de recurso, y, por ello, 
en la apelación, donde ha de existir también una acusación formulada contra una per-
sona determinada, pues no hay posibilidad de condena sin acusación” (STC 53/1989, 
de 22 de febrero, FJ 2)».

(STC 43/2013, de 25 de febrero. Recurso de amparo núm. 5716-2010. Ponente: 
D. Andrés Ollero Tassara. «BOE» de 26-3-2013. En sentido similar, SSTC 118/2013, 
119/2013 y 120/2013. «BOE» de 18-6-2013).

Principio non bis in idem

«Tenemos reiterado, ya desde la STC 2/1981, de 30 de enero, que el principio 
non bis in idem veda la imposición de una dualidad de sanciones “en los casos en que 
se aprecie la identidad del sujeto, hecho y fundamento” (STC 2/1981, FJ 4; reiterado 
entre otras muchas en las SSTC 66/1986, de 26 de mayo, FJ 2; 154/1990, de 15 de 
octubre, FJ 3; 234/1991, de 16 de diciembre, FJ 2; 270/1994, de 17 de octubre, FJ 5; 
y 204/1996, de 16 de diciembre, FJ 2). La garantía de no ser sometido a bis in idem se 
configura como un derecho fundamental que, en su vertiente material, impide sancio-
nar en más de una ocasión el mismo hecho con el mismo fundamento (por todas, 
SSTC 159/1985, de 27 de noviembre, FJ 3; 94/1986, de 8 de julio, FJ 4; 154/1990, 
de 15 de octubre, FJ 3; 204/1996, de 16 de diciembre, FJ 2; o 2/2003, de 16 de enero, 
FJ 3)».

(STC 189/2013, de 7 de noviembre. Cuestión de inconstitucionalidad 7686-2009. 
Ponente: D. Santiago Martínez-Vares garcía. «BOE» de 4-12-2013). 

CÓDIGO PENAL

ARTíCULO 21.6

Atenuante de dilaciones indebidas

«Aunque no parece dudoso que la decisión legal de prever como circunstancia 
atenuante de la responsabilidad penal determinados casos de dilaciones indebidas 
encuentra su fundamento en principios y valores constitucionales, este Tribunal ha 
descartado en su doctrina que forme parte del contenido del derecho a un proceso sin 
dilaciones indebidas la exoneración o atenuación de la responsabilidad penal prevista 
por la comisión del delito objeto del proceso en el que la dilación se ha producido 
(SSTC 381/1993, de 20 de diciembre; 8/1994, de 17 de enero; 35/1994, de 31 de 
enero; 148/1994, de 12 de mayo, y 295/1994, de 7 de noviembre). Así, la 
STC 381/1993, FJ 4, señaló ya que “constatada judicialmente la comisión del hecho 
delictivo y declarada la consiguiente responsabilidad penal de su autor, el mayor o 
menor retraso en la conclusión del proceso no afecta... a ninguno de los extremos en 
que la condena se ha fundamentado, ni perjudica la realidad de la comisión del delito 
y las circunstancias determinantes de la responsabilidad criminal. 

Dada la manifiesta desconexión entre las dilaciones indebidas y la realidad del 
ilícito y la responsabilidad, no cabe pues derivar de aquellas una consecuencia sobre 
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éstas ni, desde luego, hacer derivar de las dilaciones la inejecución de la sentencia 
condenatoria”. 

La decisión legal no es, por tanto, desarrollo constitucionalmente obligado del 
derecho. En segundo lugar, debemos resaltar también que, en anteriores resoluciones 
hemos señalado que la apreciación o no de la concurrencia de circunstancias eximen-
tes o atenuantes de la responsabilidad es una cuestión de estricta legalidad penal cuya 
resolución corresponde a los órganos judiciales competentes, y cuyo control en esta 
sede se limita a comprobar que la respuesta de éstos sea suficientemente motivada y 
no arbitraria, irrazonable o patentemente errónea (SSTC 211/1992, de 30 de noviem-
bre, FJ 5; 133/1994, de 9 de mayo, FJ 4; 63/2001, de 17 de marzo, FJ 11; 239/2006, 
de 17 de julio, FJ 5; 5/2010, de 7 de abril, FJ 5, y 142/2012, de 2 de julio, FJ 7). De la 
misma forma, en la STC 25/2011, de 14 de marzo (FJ 6), descartamos la existencia de 
lesión del derecho a la tutela judicial efectiva por falta de motivación en un caso como 
el presente en el que, sin referencia alguna a la atenuante de dilaciones indebidas 
alegada, la pena impuesta fue la mínima legalmente prevista para el delito por el que 
el demandante había sido condenado, al apreciar que la referencia a la atenuante 
“carecería de toda virtualidad dada la citada aplicación de la pena mínima”».

(STC 78/2013, de 8 de abril. Recurso de amparo núm. 6915-2011. Ponente: D. 
Francisco Pérez de los Cobos Orihuel. «BOE» de 10-5-2013).

ARTíCULO 58

Abono de la prisión provisional. Coincidencia de prisiones provisio-
nales acordadas en distintas causas.

«En relación al supuesto de refundición de condenas, hemos afirmado que “no ha 
de excluirse que lesione el derecho reconocido en el artículo 17.1 de la Constitución, 
la ejecución de una Sentencia penal con inobservancia de las disposiciones de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y del Código Penal respecto al cumplimiento sucesivo o, 
en su caso, refundido de las distintas condenas de pérdida de libertad que pudieran 
reducir el tiempo de permanencia en prisión del condenado, en cuanto que supongan 
alargamiento ilegítimo de esa permanencia y, por ende, de la pérdida de libertad.” 
(STC 147/1988, de 14 de julio; FJ 2; reproducida por las SSTC 130/1996, de 9 de 
julio; FJ 2, y 57/2008, de 28 de abril, FJ 2).

También hemos tenido ocasión de precisar que “los planteamientos que contem-
plan de manera directa la legalidad ordinaria a nosotros sólo nos pueden interesar en 
la medida en que condicionen el planteamiento del problema en el plano constitucio-
nal” (STC 68/1982, de 22 de noviembre, FJ 1). En tal sentido, si bien la Constitución 
no impone una configuración determinada del abono del tiempo de privación de liber-
tad preventivamente sufrido, “este Tribunal ha venido reiterando en distintas ocasio-
nes que, ‘en materia de derechos fundamentales, la legalidad ordinaria ha de ser 
interpretada de la forma más favorable para la efectividad de tales derechos’” 
(STC 32/1987, de 12 de marzo, FJ 3, y las que en el mismo se citan); favor libertatis 
que exige que “la norma aplicada permita otra interpretación alternativa a la elegida 
por el órgano judicial” (STC 32/1989, de 13 de febrero, FJ 2), o en otras palabras 
“la interpretación más favorable a los derechos fundamentales presupone la existencia 
de alguna res dubia o de alguna variante en la interpretación de los preceptos legales” 
(STC 1/1989, de 16 de enero, FJ 3). Este planteamiento genérico de la doctrina cons-
titucional aplicable debe completarse obligadamente con el análisis de la más reciente 



504 Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales

ADPCP, VOL. LXVI, 2013

doctrina sobre la cuestión planteada que, en un afán de síntesis, puede concretarse del 
modo siguiente:

a) En la STC 57/2008, de 28 de abril, lo discutido por el recurrente era la nega-
tiva judicial a abonarle el tiempo de prisión provisional sufrido en una causa para el 
cumplimiento de la pena impuesta en la misma, pretensión que se apoyaba en el 
hecho de haber estado simultáneamente privado de libertad como penado en otra 
causa distinta. Se trataba allí de valorar la razonabilidad de la exclusión de un supuesto 
en la aplicación judicial de la norma; exclusión que este Tribunal consideró irrazona-
ble, y por ello lesiva del artículo 17.1 CE, atendido el enunciado normativo y su fina-
lidad, doctrina reiterada en la STC 158/2012, de 17 de septiembre (FJ 3). La citada 
STC 57/2008, en su FJ 7, afirma que “[f]inalmente tampoco puede considerarse… 
que en la situación de coincidencia temporal de las situaciones de prisión provisional 
por una causa y de ejecución de pena de prisión por otra la prisión provisional no 
afecte realmente a la libertad, pues es preciso tener en cuenta que, de conformidad 
con lo dispuesto en la normativa penitenciaria (arts. 23.3, 29.2, 104, 154, 159, 161 
y 192 del Reglamento penitenciario), el cumplimiento en calidad de penado se ve 
directa y perjudicialmente afectado por el hecho de coincidir con una situación de 
prisión provisional decretada, pues el penado que se encuentra con causas pendientes 
en situación de prisión provisional no puede acceder a ningún régimen de semiliber-
tad, no puede obtener permisos, ni puede obtener la libertad condicional. Por ello no 
puede sostenerse que el preso preventivo, que cumple a la vez condena, no está ‘mate-
rialmente’ en situación de prisión preventiva, o, en otros términos, sólo padece una 
‘privación de libertad meramente formal’ (STC 19/1999, de 22 de enero, FJ 4)”.

b) En la STC 92/2012 de 7 de mayo, FJ 5, en relación al abono múltiple de la 
prisión preventiva, se indica que “atendida la finalidad del precepto de cobertura invo-
cado, no resulta irrazonable ni ajeno a su finalidad considerar que el supuesto que 
plantea el demandante no está incluido en la regla establecida por el legislador dado 
que la simultánea situación de prisión provisional acordada en dos causas penales no 
causa perjuicio material efectivo añadido, a quien se ve así privado de libertad, por el 
simple hecho de venir fundada en dos títulos jurídicos, pues el demandante, en su 
condición de preso preventivo en dos causas, lo está con un único régimen jurídico 
aunque procesalmente pesen sobre él dos órdenes cautelares de privación de libertad 
que en nada se afectan mutuamente”, como reitera la STC 158/2012, de 17 de sep-
tiembre (FJ 3).También se expresa en la citada STC 92/2012, FJ 5, que “la supuesta 
procedencia de abonar un mismo tiempo de privación de libertad, sufrido provisional 
y simultáneamente en varias causas, a la pena o penas impuestas en cada una de ellas, 
no fue abordada por la STC 57/2008”.

c) En la STC 158/2012 de 17 de septiembre, hemos concretado la doctrina en el 
fundamento jurídico 4 al subrayar que “el artículo 58.1 del Código penal, en cual-
quiera de las redacciones anteriores a su reforma por Ley Orgánica 5/2010, de 22 de 
junio, contempla (tal y como los órganos judiciales han interpretado) la realidad de 
una sola causa penal en la que la privación cautelar de libertad ha sido seguida de una 
privación de libertad impuesta como sanción de la conducta investigada, imputada y 
finalmente atribuida. Sobre esa realidad –un hecho investigado, una privación caute-
lar decretada para posibilitar su investigación y enjuiciamiento y una pena privativa 
de libertad impuesta como pena por la comisión del hecho imputado– y no sobre otra, 
el legislador ha decidido que el efecto material de privación de libertad que la medida 
cautelar conlleva se tome en consideración una sola vez para reducir la duración de la 
pena privativa de libertad impuesta. Ese es el supuesto previsto en la norma y esa su 
finalidad”.

(…/…)
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Como ya dijimos en la STC 57/2008, y reiteramos en la STC 92/2012, es la que 
obliga a computar el tiempo de prisión provisional padecido en una causa para el 
cumplimiento de la pena impuesta, estando simultáneamente privado de libertad 
como penado en otra causa distinta, puesto que “no puede negarse la funcionalidad y 
la realidad material de la prisión provisional como medida cautelar de privación de 
libertad en una causa porque coincida simultáneamente con una privación de libertad 
para el cumplimiento de una pena impuesta en otra causa distinta” (STC 57/2008, 
FJ 6).Sin embargo, como también indicábamos en la STC 92/2012, FJ 5, la previsión 
legal del artículo 58.1 CP, en la redacción anterior a la Ley Orgánica 5/2010, no puede 
aplicarse a supuestos distintos a los que contempla y justifican la norma, “[d]ado que 
una interpretación aparentemente amparada en el enunciado literal de la norma pero 
que desconoce su finalidad, provoca un efecto no querido por ésta; pues si el mismo 
tiempo de privación material de libertad se descuenta varias veces de la sanción pre-
vista para varios hechos, la rebaja en el cumplimiento de las penas impuestas depende 
de una circunstancia procesal totalmente imprevisible y azarosa: el número de causas 
que se abran en investigación de los hechos. De esta manera queda completamente 
desvirtuada la finalidad de la norma, prevista, repetimos, para una sola causa y una 
sola condena”. 

Por ello, consideramos que no era irrazonable que se denegara el abono del 
mismo tiempo de prisión provisional para el cumplimiento de varias causas, tomando 
en consideración el tenor del enunciado del artículo 58.1 del Código penal entonces 
vigente, en atención al fundamento y la finalidad de la norma».

(STC 148/2013, de 9 de septiembre. Recurso de amparo núm. 10252-2009. 
Ponente: D. Juan José gonzález Rivas. «BOE» de 9-10-2013. En similar sentido, 
STC 168/2013, de 7 diciembre, «BOE» de 7-11-2013).

ARTíCULO 132.2

Interrupción de la prescripción del delito.

«Es necesario recordar que el artículo 132.2 CP, en la redacción vigente en el 
momento en que se cometieron los hechos que dieron lugar a la Sentencia recurrida, 
disponía que la prescripción “se interrumpirá, quedando sin efecto el tiempo transcu-
rrido cuando el procedimiento se dirija contra el culpable”. Este precepto ha sido, en 
efecto, interpretado por el Tribunal Constitucional en el sentido de entender que la 
querella o denuncia de un tercero “es una ‘solicitud de iniciación’ del procedimiento” 
(SSTC 63/2005, FJ 8; y 29/2008, FJ 10), pero “no un procedimiento ya iniciado” 
(STC 29/2008, FJ 10), razón por la cual aquella querella o denuncia no tiene por sí 
sola eficacia interruptora del cómputo del plazo de prescripción, sino que es necesario 
un “acto de interposición judicial” [STC 29/2008, FJ 12 c)] o de “dirección procesal 
del procedimiento contra el culpable” (STC 63/2005, FJ 5, y, más recientemente, 
SSTC 95/2010, de 15 de noviembre, FJ 5; y 133/2011, de 18 de julio, FJ 3, entre 
otras)».

(STC 1/2013, de 14 de enero. Recurso de amparo núm. 2271-2011. Ponente: 
D. Manuel Aragón Reyes. «BOE» de 12-2-2013. En el mismo sentido, STC 32/2013, 
de 11 de febrero. «BOE» de 12-3-2013).
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ARTíCULO 134

Interrupción de la prescripción de la pena.

«Según reiterada doctrina constitucional “la prescripción penal, institución de 
larga tradición histórica y generalmente aceptada, supone una autolimitación o renun-
cia del Estado al ius puniendi por el transcurso del tiempo, que encuentra también 
fundamentos en principios y valores constitucionales, pues toma en consideración la 
función de la pena y la situación del presunto inculpado, su derecho a que no se dilate 
indebidamente la situación que supone la virtual amenaza de una sanción penal; a lo 
que añadíamos que dicho instituto “en general, encuentra su propia justificación cons-
titucional en el principio de seguridad jurídica”, si bien, por tratarse de una situación 
de libre configuración legal, no cabe concluir que su establecimiento suponga una 
merma del derecho de acción de los acusadores, ni que las peculiaridades del régimen 
jurídico que el legislador decida adoptar –delitos a los que se refiere, plazos de pres-
cripción, momento inicial de cómputo del plazo o causas de interrupción del mismo– 
afecten, en sí mismas consideradas, a derecho fundamental alguno de los acusados” 
(STC 63/2005, de 14 de marzo, FJ 2; en el mismo sentido, SSTC 29/2008, de 20 de 
febrero, FJ 7; y 79/2008, de 14 de julio, FJ 2, y resoluciones en ellas citadas).

De este modo, el control de la prescripción penal en sede de jurisdicción consti-
tucional se funda en el derecho a la tutela efectiva y en la conexión de la prescripción 
en el ámbito punitivo con el derecho a la libertad (art. 17.1 CE), sin posibilidad de 
interpretaciones in malam partem en virtud del artículo 25.1 CE (STC 29/2008, de 20 
de febrero, FJ 12), lo que determina el control de la resolución impugnada bajo un 
canon de motivación reforzada, resultando conculcado el derecho a la libertad “tanto 
cuando se actúa bajo la cobertura improcedente de la ley, como cuando se proceda 
contra lo que la misma dispone” (SSTC 127/1984, de 26 de diciembre, FJ 4; 28/1985, 
de 27 de marzo, FJ 2; 241/1994, de 20 de julio, FJ 4; 322/2005, de 12 de diciembre, 
FJ 3; y 57/2008, de 28 de abril, FJ 2) y, por ello, los términos en los que el instituto de 
la prescripción penal venga regulado deben ser interpretados con particular rigor “en 
tanto que perjudiquen al reo” (SSTC 29/2008, de 20 de febrero, FFJJ 10 y 12; 
y 37/2010, de 19 de julio, FJ 5).

4. El artículo 134 del Código penal vigente señala: “El tiempo de la prescrip-
ción de la pena se computará desde la fecha de la sentencia firme o desde el quebran-
tamiento de la condena, si ésta hubiese comenzado a cumplirse”. Fuera de estos 
supuestos, en el ámbito de ejecución de la pena, no cabe hablar de la interrupción de 
la prescripción, por no existir una regulación sustantiva de la interrupción de la pres-
cripción de la pena, a diferencia de lo que sucedía en el precedente Código penal 
de 1973, cuyo artículo 116 contemplaba como causa de interrupción de la prescrip-
ción de la pena la comisión de otro delito antes de completar el tiempo de prescrip-
ción (STC 97/2010, de 15 de noviembre, FJ 4).

En todo caso, debemos partir de la afirmación que realizábamos en la referida 
STC 97/2010, en el sentido de que la suspensión de la ejecución de la pena como 
consecuencia de la tramitación de un indulto o de un recurso de amparo no está con-
figurada legalmente como causa de interrupción de su prescripción y los efectos de la 
suspensión por indulto o cualquier medida adoptada por este Tribunal no pueden ser 
equivalentes a los de la interrupción de la prescripción en cuanto a la supresión o 
pérdida del plazo ya transcurrido, puesto que a partir del Código penal de 1995 no se 
contemplan causas de interrupción de la prescripción al margen del supuesto del que-
brantamiento de condena.
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Tal regulación de la prescripción de la pena es coherente con que el hecho de que 
el culpable ya está plenamente identificado, a diferencia de la prescripción del delito, 
y, al menos en los casos en que no se sustrae a la acción de la justicia, se encuentra a 
disposición del Juez o Tribunal para la ejecución de la pena; en consecuencia, parece 
razonable que los actos de ejecución dirigidos contra el condenado distintos del cum-
plimiento, in natura o sustitutivo, carezcan de relevancia interruptora de la prescrip-
ción».

(STC 187/2013, de 4 de noviembre. Recurso de amparo núm. 3506-2012. 
Ponente: D. Juan José gonzález Rivas. «BOE» de 4-12-2013. En sentido similar, 
STC 192/2013, de 18 noviembre, «BOE» de 19-12-2013 y 109/2013, de 6 de mayo. 
«BOE» de 4-6-2013).

LEY ORGÁNICA 1/1979, DE 26 DE SEPtIEMBRE, 
GENERAL PENItENCIARIA

ARTíCULO 51.1

Restricción de las comunicaciones de los internos en Centro Peniten-
ciario

«El segundo inciso del artículo 25.2 CE (“El condenado a pena de prisión que 
estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capí-
tulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo 
condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria”), incorpora una cláusula de 
garantía que permite preservar, en el ámbito de la relación de sujeción especial que 
vincula al privado de libertad con la Administración penitenciaria a cuyo someti-
miento se halla, el ejercicio de los derechos fundamentales que se reconocen a todas 
las personas en el capítulo segundo del título I CE; bien que aquí “con las modulacio-
nes y matices” recogidas en dicho precepto constitucional … es decir, de aquellos 
[derechos fundamentales] que se vean expresamente limitados por el contenido del 
fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley penitenciaria [STC 11/2006, de 16 
de enero, FJ 2 y las que en ella se citan; asimismo, SSTC 175/2000, de 26 de junio, 
FJ 2; 27/2001, de 29 de enero, FJ 3 y 140/2002, de 3 de junio, FJ 5].Desde esta 
segunda perspectiva, la vulneración del artículo 25.2 CE tendrá relevancia en un 
recurso de amparo constitucional, únicamente si dicha lesión lleva aparejada a su vez 
la de un derecho fundamental del interno –peso preventivo o en situación de cumpli-
miento de pena– indebidamente sacrificado o restringido por la autoridad penitencia-
ria (SSTC 73/1983, de 30 de julio, FJ 7 y fallo; y 15/2011, de 28 de febrero, FJ 7 y 
fallo).

No es el caso, sin embargo, de la mera suspensión o restricción del derecho a la 
comunicación con sus familiares, atribuida por el aquí recurrente al centro penitencia-
rio de Algeciras y confirmada por las resoluciones judiciales posteriores. En tal sen-
tido y con referencia a las comunicaciones generales con terceros, orales o escritas, 
previstas en el artículo 51.1 de la Ley Orgánica general penitenciaria (LOgP), que 
son las que aquí nos importan, hemos dicho que representa “una manifestación más 
de la multiplicidad de actividades y relaciones vitales que la libertad hace posibles”; 
sin embargo, “[l]os derechos fundamentales que garantiza la libertad, no tienen ni 
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pueden tener como contenido concreto cada una de esas manifestaciones de su prác-
tica, por importantes que éstas sean en la vida del individuo” (STC 89/1987, de 3 de 
junio, FJ 2). Razón por la cual, no estando comprometido un derecho fundamental 
autónomo sino tan sólo una de las facultades que la libertad hace posible y cuya res-
tricción forma parte del status penitenciario, ha de descartarse la vulneración del ar-
tículo 25.2 CE. Caso distinto es el de las comunicaciones específicas del artículo 51.2 
LOgP, es decir, las del interno con su representante procesal y/o con su Abogado 
defensor o quien con ese cometido hubiere sido llamado para un determinado trámite 
del proceso penal en el que aquel participa, cuya suspensión o restricción de las 
comunicaciones puede conllevar, fuera de lo permitido por la ley, la lesión del dere-
cho fundamental a la defensa jurídica del artículo 24.2 CE (STC 183/1994, de 20 de 
junio, FJ 5).

Ha descartado además este Tribunal que la mera privación de visitas al interno 
suponga un trato inhumano o degradante susceptible de lesionar el artículo 15 CE 
(SSTC 89/1987, de 3 de junio, FJ 2 y 119/1996, de 8 de julio, FJ 2), dejando a salvo 
que una hipotética situación de incomunicación o aislamiento, se entiende que por su 
prolongación en el tiempo o por su forma de cumplimiento, pudiera traer consigo 
“sufrimientos de una especial intensidad o [que] provoquen una humillación o sensa-
ción de envilecimiento distinto y superior al que suele llevar aparejada la simple 
imposición de la condena” (STC 119/1996, de 8 de julio, FJ 2, con cita de la doctrina 
general sobre la proscripción de este tipo de tratos).

En resumen, no aparece concernida en este caso la vulneración de un derecho 
fundamental que pueda otorgar relevancia al artículo 25.2 CE desde la perspectiva del 
recurso de amparo, lo que impide examinar el fondo de la queja que deduce el deman-
dante sobre este particular.

4. Ahora bien, la normativa penitenciaria atribuye a todo interno (preso preven-
tivo o penado) el derecho a entablar comunicaciones con otras personas. Así, el ar-
tículo 51 LOgP establece que “[l]os internos estarán autorizados para comunicar 
periódicamente, de forma oral y escrita, en su propia lengua, con sus familiares, ami-
gos y representantes acreditados de Organismos e instituciones de cooperación peni-
tenciaria, salvo en los casos de incomunicación judicial”. Estableciendo además que 
tales comunicaciones “se celebrarán de manera que se respete al máximo la intimidad 
y no tendrán más restricciones, en cuanto a las personas y al modo, que las impuestas 
por razones de seguridad, de interés de tratamiento y del buen orden del 
establecimiento”. Y en lo que específicamente se refiere al tipo de visitas que ahora 
interesan, esto es, a las visitas con familiares o allegados, el artículo 45 del Regla-
mento penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, establece 
que “[p]revia solicitud del interesado, se concederá, una vez al mes como mínimo, 
una comunicación con sus familiares y allegados, que se celebrará en locales adecua-
dos y cuya duración no será superior a tres horas ni inferior a una”. Visitas estas que, 
como todas ellas, se encuentran sometidas al indicado límite del mantenimiento de la 
seguridad, el tratamiento y el buen orden del establecimiento, según reitera el propio 
Reglamento penitenciario en su artículo 41, destinado a la regulación de las condicio-
nes generales de las comunicaciones y visitas. Completan el régimen jurídico descrito 
los instrumentos aprobados por el Ministerio del Interior en desarrollo de aquellas 
normas de superior rango, en concreto la Instrucción núm. 4/2005, de actualización 
de la Instrucción 24/1996 sobre comunicaciones y visitas y la Instrucción I-12/2011 
sobre medidas de seguridad de internos de especial seguimiento. Lo hasta ahora razo-
nado determina el canon constitucional de control de las resoluciones judiciales que 
en instancia y apelación fiscalizaron las decisiones administrativas controvertidas a 
fin de hacer efectiva la reserva constitucional a favor de los órganos judiciales para 
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“hacer ejecutar lo juzgado” (art. 117.3 CE), competencia que se extiende en materia 
penal a cualesquiera circunstancias que se produzcan en la fase de ejecución de las 
penas. En efecto, como ya hemos advertido, estamos en un supuesto en el que el dere-
cho a la tutela judicial efectiva no actúa en relación con el contenido esencial de nin-
gún otro derecho fundamental sustantivo o procesal. De ahí que, tal como 
recordábamos recientemente en la STC 78/2013, de 8 de abril, “como precisamos en 
la STC 214/1999, de 29 de noviembre, FJ 4, ‘cuando lo que se debate es, como sucede 
en este caso, la selección, interpretación y aplicación de un precepto legal que no 
afecta a los contenidos típicos del artículo 24.1 CE o a otros derechos fundamentales, 
tan sólo podrá considerarse que la resolución judicial impugnada vulnera el derecho a 
la tutela judicial efectiva cuando el razonamiento que la funda incurra en tal grado de 
arbitrariedad, irrazonabilidad o error que, por su evidencia y contenido, sean tan 
manifiestos y graves que para cualquier observador resulte patente que la resolución 
de hecho carece de toda motivación o razonamiento’. Dicho de otro modo, en estos 
supuestos se vulnera el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho cuando, 
por su contenido, la aplicación de la legalidad sería tan sólo una mera apariencia” 
(SSTC 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3; 214/1999, FJ 4; 25/2000, de 31 de enero, FJ 2; 
87/2000,de 27 de marzo, FJ 3; 82/2001, de 26 de marzo, FJ 2; 221/2001, de 31 de 
octubre, FJ 6; 55/2003, de 24 de marzo, FJ 6; 223/2005, de 12 de septiembre, FJ 3; 
276/2006, de 25 de septiembre, FJ 2, y 64/2010, de 18 de octubre, FJ 3, entre otras 
muchas)».

(STC 128/2013, de 3 de junio. Recurso de amparo núm. 123-2012. Ponente: 
D. Francisco Pérez de los Cobos Orihuel. «BOE» de 2-7-2013).

LEY ORGÁNICA 2/1979, DE 3 DE OCtUBRE, DEL tRIBUNAL 
CONStItUCIONAL

ARTíCULO 44.1A)

Agotamiento de la vía judicial previa.

«Como este Tribunal tiene declarado reiteradamente, los defectos insubsanables 
de que pudiera estar afectado el recurso de amparo no resultan subsanados porque 
haya sido inicialmente admitido a trámite, de forma que la comprobación de los pre-
supuestos procesales para la viabilidad de la acción pueden volverse a abordar o 
reconsiderar en la Sentencia, de oficio o a instancia de parte, dando lugar a un pronun-
ciamiento de inadmisión por la falta de tales presupuestos, sin que para ello consti-
tuya obstáculo el carácter tasado de los pronunciamientos previstos en el artículo 53 
LOTC (por todas, SSTC 18/2002, de 28 de enero, FJ 3; 158/2002, de 16 de septiem-
bre, FJ 2; 69/2004, de 19 de abril, FJ 3; y 89/2011, de 6 de junio, FJ 2).

Entre esos presupuestos inexcusables para la admisibilidad de toda demanda de 
amparo se encuentra la exigencia establecida por el artículo 44.1 a) LOTC de “que se 
hayan agotado todos los medios de impugnación previstos por las normas procesales 
para el caso concreto dentro de la vía judicial”. La exigencia de agotamiento de la vía 
judicial previa tiene por objeto preservar el carácter subsidiario del recurso de amparo, 
evitando que el acceso a esta jurisdicción constitucional se produzca per saltum, esto 
es, sin dar oportunidad a los órganos judiciales de pronunciarse y, en definitiva, reme-
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diar la lesión que luego se invoca como fundamento del recurso de amparo. Así, el 
requisito de agotar la vía judicial no es en modo alguno una formalidad cuya eficacia 
real pueda ser debilitada por una interpretación decididamente antiformalista del pre-
cepto que la contiene, sino que se trata de un elemento esencial en el sistema de arti-
culación de la jurisdicción constitucional con la jurisdicción ordinaria, cuyo exacto 
cumplimiento resulta indispensable para preservar el ámbito que la Constitución 
reserva a la jurisdicción ordinaria (art. 117.3 CE) y al propio tiempo para no desnatu-
ralizar la función jurisdiccional propia de este Tribunal como intérprete supremo de la 
Constitución (entre otras muchas, SSTC 85/1999, de 10 de mayo, FJ 5; 211/1999, 
de 29 de noviembre, FJ 2; 71/2000, de 13 de marzo, FJ 3; 128/2002, de 3 de junio, 
FJ 2; y 174/2011, de 7 de noviembre, FJ 2).»

(STC 28/2013, de 11 de febrero. Recurso de amparo núm. 7189-2009. Ponente: 
D. Fernando Valdés Dal-Ré. «BOE» de 12-3-2013).

ARTíCULO 49.1, IN FINE

Justificación en la demanda de la especial trascendencia constitucional.

«No basta argumentar la existencia de la vulneración de un derecho fundamental 
(SSTC 17/2011, de 28 de febrero, FJ 2; 69/2011, de 16 de mayo, FJ 3; 143/2011, 
de 26 de septiembre, FJ  2; y 191/2011, de 12 de diciembre, FJ  3; también 
AATC 188/2008, de 21 de julio, FJ 2; 289/2008, de 22 de septiembre, FJ 2; 290/2008, 
de 22 de septiembre, FJ 2; 80/2009, de 9 de marzo, FJ 2; y 186/2010, de 29 de 
noviembre, FJ único); es preciso que “en la demanda se disocie adecuadamente la 
argumentación tendente a evidenciar la existencia de la lesión de un derecho funda-
mental –que sigue siendo, obviamente, un presupuesto inexcusable en cualquier 
demanda de amparo– y los razonamientos específicamente dirigidos a justificar que el 
recurso presenta especial trascendencia constitucional” (STC 17/2011, de 28 de 
febrero, FJ 2). Consecuentemente, “la exposición sobre la verosimilitud de la lesión 
del derecho fundamental no puede suplir la omisión de una argumentación expresa 
sobre la trascendencia constitucional del recurso de amparo” (ATC 252/2009, de 19 
de octubre, FJ 1). Por lo mismo, tampoco satisface este requisito la demanda que 
pretende cumplimentar la carga justificativa con una “simple o abstracta mención” de 
la especial trascendencia constitucional, “huérfana de la más mínima argumenta-
ción”, que no permita advertir “por qué el contenido del recurso de amparo justifica 
una decisión sobre el fondo en atención a su importancia para la interpretación, apli-
cación o general eficacia de la Constitución o para la determinación del contenido y 
alcance de los derechos fundamentales” que se aleguen en la demanda (STC 69/2011, 
de 16 de mayo, FJ 3, citando el ATC 187/2010, de 29 de noviembre, FJ único).»

(STC 2/2013, de 14 de enero. Recurso de amparo núm. 563-2012. Ponente. 
D. Juan José gonzález Rivas. «BOE» de 12-2-2013).

«Por lo que se refiere al modo en que se ha de dar cumplimiento al requisito 
objeto de examen, si bien no hay un modelo rígido y preestablecido a tal efecto –lo 
que, por otra parte, y habida cuenta de las peculiaridades propias de cada recurso de 
amparo, resultaría sumamente difícil–, han de tenerse presentes las determinaciones 
que sobre aquel extremo ha realizado este Tribunal en varias resoluciones, y que con-
tribuyen a clarificar la manera en que esta carga procesal puede materializarse.
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a) Ya desde el ATC 188/2008, de 21 de julio, FJ 2, se ha subrayado que, si bien 
la argumentación sobre la concurrencia de la infracción de un derecho fundamental 
por la resolución impugnada es un presupuesto ineludible en cualquier demanda de 
amparo, la satisfacción de la carga de justificar la especial trascendencia constitucio-
nal del recurso “es algo distinto a razonar la existencia de la vulneración de un dere-
cho fundamental” (vid., entre otros muchos, los AATC 284/2009, de 17 de diciembre, 
FJ 2 y 186/2010, de 29 de noviembre, FJ único, así como las SSTC 89/2011, de 6 de 
junio, FJ 2; 107/2012, de 21 de mayo, FJ 2 y 178/2012, de 15 de octubre, FJ 3). Por 
consiguiente, la demanda de amparo, en lo que aquí interesa, ha de contener dos 
líneas argumentales nítidamente diferenciadas: la relativa a la lesión del derecho fun-
damental cuyo amparo se pretende, y la atinente a la trascendencia constitucional del 
recurso tendente a su preservación y restablecimiento. Ambas son indispensables, de 
tal forma que la exposición acerca de la apariencia de la vulneración del derecho fun-
damental no puede suplir la carencia de un razonamiento explícito sobre la trascen-
dencia constitucional del recurso de amparo (ATC 252/2009, de 19 de octubre, FJ 1 y 
SSTC 69/2011, de 16 de mayo, FJ 3; 178/2012, de octubre, FJ 3 y 2/2013, de 14 de 
enero, FJ 3).

b) La STC 155/2009, de 25 de junio, FJ 2, introdujo sistematizadamente, aun 
sin intención de exhaustividad, relevantes precisiones sobre esta materia, al identificar 
–tomando como base los tres criterios enunciados en el artículo 50.1 b) LOTC, esto 
es, “su importancia para a interpretación de la Constitución, para su aplicación o para 
su general eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos 
fundamentales”– determinados supuestos en que es dable apreciar la “especial tras-
cendencia constitucional”.

c) Así pues, al demandante le es reclamable un razonable esfuerzo argumental 
que enlace las infracciones constitucionales denunciadas con alguno de los elementos 
que expresa el artículo 50.1 b) LOTC, sin que, obvio es, sea suficiente con la sola 
mención –desprovista de los imprescindibles fundamentos– de que el recurso posee 
especial trascendencia constitucional. Por el contrario, es necesario que de lo expuesto 
se desprenda “por qué el contenido del recurso de amparo justifica una decisión sobre 
el fondo en atención a su importancia para la interpretación, aplicación o general efi-
cacia de la Constitución o para la determinación del contenido y alcance de los dere-
chos fundamentales” que se aleguen en la demanda (por todas, SSTC 69/2011, de 16 
de mayo, FJ 3; 143/2011, de 26 de septiembre, FJ 2; 191/2011, de 12 de diciembre, 
FJ 3; 176/2012, de 15 de octubre, FJ 3 y 2/2013, de 14 de enero, FJ 3).

d) Se hace precisa una última matización, relativa al contexto temporal, como 
pauta orientativa a los efectos que aquí tratamos y que recoge la citada STC 155/2009, 
de 25 de junio, publicada el 28 de julio de 2009. Así, este Tribunal ha apreciado el 
momento de interposición de la demanda de amparo en relación con dicha fecha, para 
atenuar el rigor del análisis del cumplimento del requisito de justificar la especial 
trascendencia constitucional –sin, obviamente, eliminarlo o desvirtuarlo– en las 
demandas interpuestas con anterioridad a la misma (SSTC 69/2011, de 16 de mayo, 
FJ 3; 143/2011, de 26 de septiembre, FJ 2 y 178/2012, de 15 de octubre, FJ 3). En 
cambio, el transcurso del tiempo, y la correlativa existencia de una doctrina constitu-
cional consolidada sobre la cuestión, hará decaer la pertinencia de atemperar la valo-
ración del cumplimento de aquella carga justificativa».

(STC 140/2013, de 8 de julio. Recurso de amparo núm. 2034-2011. Ponente: 
D. Juan José gonzález Rivas. «BOE» 1-8-2013).
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ARTíCULO 85.1

Presentación de la demanda de amparo en los Tribunales civiles de 
cualquier localidad.

«Tal como ha reiterado este Tribunal, el derecho de acceso a la jurisdicción, 
como garantía esencial del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), si bien 
no exige necesariamente seleccionar la interpretación más favorable a la admisión de 
un procedimiento entre todas las que resulten posibles, sí impone que los óbices pro-
cesales se interpreten de manera proporcionada ponderando adecuadamente los fines 
que preserva ese óbice y los intereses que se sacrifican (por todas, STC 44/2013, 
de 25 de febrero, FJ 4), en especial en un proceso de defensa de derechos fundamen-
tales como es el recurso de amparo. Pues bien, una interpretación del artículo 85.2 
LOTC como la expuesta, en la que se favorece la posibilidad de presentación de los 
escritos de iniciación de los procedimientos de amparo en las oficinas o servicios de 
registro central de los Tribunales civiles de cualquier localidad en cualquier momento 
dentro del plazo previsto legalmente para la interposición del recurso, es la que más 
adecuadamente responde, por un lado, a la lógica de favorecer la igualdad de acceso a 
esta jurisdicción de amparo para los ciudadanos que no residan en la sede de este 
Tribunal, en un contexto en que no todos los escritos de iniciación de un recurso de 
amparo se formalizan necesariamente a través de un Procurador y, por otro, a razones 
de seguridad jurídica.

(…/…)
El artículo 85.2 LOTC debe interpretarse en el sentido de que permite que la 

presentación de escritos de iniciación del recurso de amparo se realice, con plenos 
efectos interruptores del plazo de caducidad, tanto en el Registro del Tribunal Consti-
tucional como en la oficina o servicio de registro central de los Tribunales civiles de 
cualquier localidad durante la integridad del plazo completo previsto legalmente para 
la presentación de dichos escritos de iniciación».

(STC 88/2013, de 11 de abril. Recurso de amparo 10713-2009. Ponente el Magis-
trado don Pablo Pérez Tremps. «BOE» 10-5-2013).

REAL DECREtO 190/1996, DE 9 DE FEBRERO, POR EL QUE 
SE APRUEBA EL REGLAMENtO PENItENCIARIO

ARTíCULO 68.2

Cacheos. Derecho a la intimidad del interno.

«Estos hechos tienen identidad sustancial con los que dieron lugar a la 
STC 218/2002, de 25 de noviembre, que reproduce a su vez la doctrina recogida en 
las SSTC 57/1994 de 28 de febrero, FFJJ 5 y 6 y 204/2000, de 24 de julio, FJ 4. En 
estos términos, basta con recoger la doctrina de la STC 218/2002, de 25 de noviem-
bre, FJ 4, la cual puede sintetizarse en los siguientes apartados:
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a) “El derecho a la intimidad personal consagrado en el artículo 18.1 CE apa-
rece configurado como un derecho fundamental, estrictamente vinculado a la propia 
personalidad y que deriva, sin duda, de la dignidad de la persona humana que el ar-
tículo 10.1 CE reconoce. Entrañando la intimidad personal constitucionalmente 
garantizada la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y el cono-
cimiento de los demás, necesario –según las pautas de nuestra cultura– para mantener 
una calidad mínima de vida humana (SSTC 231/1988, FJ 3; 179/1991, FJ 3, y 
20/1992, FJ 3).

De la intimidad personal forma parte, según tiene declarado este Tribunal, la inti-
midad corporal, de principio inmune en las relaciones jurídico-públicas que aquí 
importan, frente a toda indagación o pesquisa que sobre el propio cuerpo quisiera 
imponerse contra la voluntad de la persona. Con lo que queda así protegido por el 
ordenamiento el sentimiento de pudor personal, en tanto responda a estimaciones y 
criterios arraigados en la cultura de la propia comunidad (SSTC 37/1989, FJ 7; 
120/1990, FJ 12, y 137/1990, FJ 10)”.

b) Ya “con referencia al concreto ámbito penitenciario este Tribunal ha puesto 
de relieve que una de las consecuencias más dolorosas de la pérdida de la libertad es 
la reducción de la intimidad de los que sufren privación de libertad, pues quedan 
expuestas al público, e incluso necesitadas de autorización, muchas actuaciones que 
normalmente se consideran privadas e íntimas. Mas se ha agregado que ello no impide 
que puedan considerarse ilegítimas, como violación de la intimidad ‘aquellas medi-
das que la reduzcan más allá de lo que la ordenada vida en prisión requiere’ 
(STC 89/1987, FJ 2)”.

c) “En el presente caso, cierto es que la medida fue adoptada en el marco de la 
relación de sujeción especial que vincula al solicitante de amparo con la Administra-
ción penitenciaria, y que ésta, en virtud de tal situación especial, ha de velar por la 
seguridad y el buen orden del centro, deber que le viene impuesto por la Ley Orgánica 
general penitenciaria, que es la Ley a la que se remite el artículo 25.2 CE como la 
habilitada para establecer limitaciones a los derechos fundamentales de los reclusos. 
Mas no es menos cierto que, pese a la naturaleza de las relaciones jurídicas que se 
establecen entre la Administración penitenciaria y los internos en uno de sus estable-
cimientos, estos conservan todos los derechos reconocidos a los ciudadanos por las 
normas de nuestro ordenamiento, con excepción, obvio es, de aquellos que son 
incompatibles con el objeto de la detención o el cumplimiento de la condena; y tam-
bién que las actuaciones penitenciarias deberán llevarse a cabo ‘respetando, en todo 
caso, la personalidad humana de los recluidos y los derechos e intereses de los mis-
mos no afectados por la condena’ (art. 3 LOgP), entre los que la legislación en esta 
materia expresamente garantiza el de la intimidad personal de los internos”.

3. A ello debe añadirse que el artículo 71.1 del Reglamento penitenciario pres-
cribe que “las medidas de seguridad se regirán por los principios de necesidad y pro-
porcionalidad y se llevarán siempre a cabo con el respeto debido a la dignidad y a los 
derechos fundamentales, especialmente las que se practiquen directamente sobre las 
personas. 

Ante la opción de utilizar medios de igual eficacia, se dará preferencia a los de 
carácter electrónico”, concretando en su artículo 68.2 que “por motivos de seguridad 
concretos y específicos, cuando existan razones individuales y contrastadas que hagan 
pensar que el interno oculta en su cuerpo algún objeto peligroso o sustancia suscepti-
ble de causar daño a la salud o integridad física de las personas o de alterar la seguri-
dad o convivencia ordenada del Establecimiento, se podrá realizar cacheo con 
desnudo integral con autorización del Jefe de Servicios”. Por tanto, es indudable que 
una medida de registro personal de los reclusos mediante el cacheo con desnudo inte-
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gral puede constituir, en determinadas situaciones, un medio necesario para la protec-
ción de la seguridad y el orden de un establecimiento penitenciario, si bien para 
afirmar la conformidad de la medida enjuiciada con la garantía constitucional a la 
intimidad personal de los reclusos es necesario ponderar, adecuadamente y de forma 
equilibrada, de una parte, la gravedad de la intromisión que comporta en la intimidad 
personal y, de otra parte, si la medida es imprescindible para asegurar la defensa del 
interés público que se pretende proteger. Y es claro que el respeto a esta exigencia 
requiere una fundamentación de la medida por parte de la Administración penitencia-
ria, asentada en razones individuales y contrastadas, pues sólo tal fundamentación 
permitirá que sea apreciada por el afectado en primer lugar y, posteriormente, que los 
órganos judiciales puedan controlar la razón que justifique, a juicio de la Administra-
ción penitenciaria, y atendidas las circunstancias del caso, el sacrificio del derecho 
fundamental.

(…/…)
En este sentido, como se indicaba en la STC 57/1994, de 28 de febrero, FJ 6, “no 

puede considerarse justificación suficiente de la medida la simple alegación de que en 
la generalidad de las prisiones las comunicaciones íntimas son el medio habitual para 
que los internos reciban desde el exterior objetos peligrosos o estupefacientes; ya que 
sin entrar a cuestionar la certeza de tal afirmación basta reparar que sólo posee un 
carácter genérico, cuando lo relevante a los fines de justificar una medida que limita 
el derecho constitucional reconocido en el artículo 18.1 CE es, por el contrario, que se 
hubiera constatado por la Administración penitenciaria que tal medida era necesaria 
para velar por el orden y la seguridad del establecimiento, en atención a la concreta 
situación de éste o el previo comportamiento del recluso”».

(STC 171/2013, de 7 de octubre. Recurso de amparo 6147-2011. Ponente el 
Magistrado: D. Juan José gonzález Rivas. «BOE» de 7-11-2013).


